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Sujetos de derecho internacional
En wikipedia http://es.wikipedia.org/wiki/Sujeto_de_Derecho_internacional se precisa sobre los Sujetos de Derecho internacional, lo siguiente: 

“Los Sujetos del Derecho internacional son los Estados, las Organizaciones Internacionales, la comunidad beligerante, los movimientos de liberación nacional y el individuo –persona física como sujeto pasivo del derecho internacional, es decir que recibe de él derechos y obligaciones–. Además, pueden agregarse ciertos casos especiales, como el de la Santa Sede y la Orden de Malta.

Naturaleza Jurídica 

Los sujetos son las entidades con derechos y obligaciones impuestas por el Derecho internacional. Para la concepción Clásica los Estados son los sujetos plenos del ordenamiento internacional, sin que puedan existir otros sujetos que no sean Estados. En la actualidad, ésta posición ha sido revisada, considerando que si bien los Estados son los sujetos naturales y originarios, existen a su lado, otros sujetos derivados o secundarios.

Los propios Estados para el gobierno y manejo de sus relaciones se ven obligados a la creación de sujetos internacionales. Los Estados como sujetos creadores de derecho internacional tienen la prerrogativa de dar existencia a nuevas personas internacionales y la función privativa de los Estados que es la de elaborar las normas del derecho internacional es compartida y delegada a estos nuevos sujetos, como por ejemplo, las organizaciones internacionales, empresas transnacionales, fuerzas armadas en misiones internacionales.

Los Estados 

El Estado tiene la personalidad jurídica internacional natural y originaria, no obstante algunas teorías han intentado negar su personería.

· Tesis de Scelle: los únicos sujetos de derecho internacional son los individuos, puesto que una vez disuelto el Estado no quedan más que individuos, ya sea como gobernantes o como particulares. Esta teoría es inaceptable ya que sería imposible explicar la subsistencia y continuidad de las obligaciones de un Estado a pesar de toda modificación en la persona de sus gobernantes. 

· Las clases sociales de Korovine: al producirse la disolución del Estado, surge la clase dominante como sujeto real de los derechos y obligaciones internacionales. Según esta teoría la verdadera deudora era la clase de banqueros y adinerados, clase dominante la cual al desaparecer, hace desaparecer la obligación de pagar las deudas. Esta es una doctrina política, que fue repudiada más tarde debido a la forma de fortalecimiento llevada a cabo por la URSS. 

· Las nacionalidades de Manzini: también esta es una doctrina de base política, tendiente al proceso de unificación y reconstrucción de la nación italiana. Afirma que los verdaderos sujetos de derecho internacional serían las nacionalidades, es decir, las comunidades de población homogénea, en virtud de su origen, raza, idioma, tradición histórica. Como crítica puede decirse que la realidad internacional demuestra la existencia de Estados que no corresponden una unidad sino que son una pluralidad de nacionalidades; por ejemplo Yugoslavia. 

El sujeto propiamente dicho del orden jurídico internacional es el Estado, definido en la Convención Panamericana de Montevideo en 1933, por cuatro elementos:

1. Población; 

2. Territorio determinado; 

3. Gobierno, y 

4. Capacidad de entrar en relación con otros Estados. 

Teniendo dichos elementos se constituye un Estado aunque no sea reconocido por la comunidad internacional.

Tratándose de Estados Federales, existe una sola persona de Derecho Internacional responsable por los actos y omisiones de todos los Estados miembros, que es el Estado Federal. La posibilidad de celebrar acuerdos internacionales la tiene el Estado Federal.

Relación entre el Estado y su independencia 

Las naciones independientes serían el tipo de entidades políticas que gozan de personería. La dependencia por tanto afecta o disminuye su calidad de sujeto de Derecho Internacional.

Los Estados al ser soberanos pueden limitar voluntariamente su soberanía. Es así que existen:

· Estados bajo protectorado: situación resultante de un tratado entre dos Estados, mediante el cual uno de ellos coloca su seguridad bajo la protección del otro y a cambio de esa protección confía al Estado protector la conducción de sus relaciones internacionales. 

· Estados bajo cuasi protectorado: el Estado no transfiere totalmente a otro el manejo de sus relaciones internacionales, pero acepta ciertas restricciones en el desarrollo de su política internacional. Se trata generalmente de relaciones económicas. 

· Estados neutralizados: son aquellos que de acuerdo a un tratado, establecen el compromiso de mantener su neutralidad en todo conflicto bélico futuro, con respecto a otros Estados que se obliguen a respetar tal neutralidad. 

La Comunidad Beligerante 

Para que una comunidad beligerante sea reconocida como sujeto de Derecho Internacional Público, de acuerdo a las normas internacionales debe reunir los siguientes requisitos:

· Que el movimiento beligerante revista importancia y continuidad. 

· Debe tratarse de un movimiento auténticamente nacional, no admitiéndose injerencia extranjera. 

· El levantamiento de los beligerantes debe estar regido por las normas y costumbre de guerra, respetándose el Derecho Humanitario, Convención de Ginebra, etc. 

La comunidad beligerante que ha sido reconocida, posee ciertos derechos y obligaciones emanados del orden jurídico internacional, como por ejemplo, la posibilidad de instruir bloqueos tomar presas, cobro de impuestos, etc. Esto evidencia que la comunidad beligerante posee el carácter de un sujeto de Derecho Internacional ejerciendo supremacía de hecho en el territorio bajo su control. Como obligaciones puede decirse que debe comportarse de acuerdo al DIP en lo que se refiere al uso de la violencia, etc.

Organizaciones internacionales 

Las Organizaciones internacionales son entidades intergubernamentales, establecidas por un acuerdo internacional dotadas de órganos permanentes propios e independientes encargados de gestionar intereses colectivos y capaces de expresar una voluntad jurídica distinta de la de sus miembros.

Requisitos que requiere la Corte Internacional de Justicia para considerar como tal a una Organización Internacional:

· La necesidad de poseer personería jurídica internacional para que la organización pudiera cumplir sus cometidos. 

· La existencia de órganos a los que se les ha encomendado el cumplimiento de tareas específicas. 

· La existencia de obligaciones de los miembros con respecto a la organización. Ej. realización de aportes económicos. 

· La posesión de capacidad jurídica, privilegios e inmunidades en el territorio de sus miembros. 

· La posibilidad de que la organización celebre acuerdos con sus miembros. 

Atributos 

· Ius tractatum: las organizaciones internacionales pueden celebrar acuerdos en función de su capacidad inherente para concluirlos, sea o no enunciada a texto expreso o tácito tal capacidad. 

· Ius legationem: las organizaciones internacionales lo ejercen en sus dos aspectos: el activo y el pasivo, ya que acreditan representantes ante los gobiernos de los estados miembros y a su vez reciben representantes acreditados ante ellas por los gobiernos de los estados y aún de otras organizaciones. 

· Locus standibus: es decir la capacidad de comparecer ante los tribunales, no lo poseen ya que solo lo pueden ejercer los estados. Pueden si embargo, solicitar opiniones consultivas de la Corte Internacional de Justicia. 

Estructura orgánica 

Las Organizaciones Internacionales. necesitan para el cumplimiento de sus objetivos de una estructura orgánica. Los órganos que se pueden encontrar son los siguientes:

· Órgano deliberante: es el plenario, en el se reúnen todos los miembros. Pueden tener distintos nombres según la organización internacional a la que estemos haciendo referencia. Por ejemplo en las Naciones Unidas se llama Asamblea General, en la OIT se llama Conferencia, en la OMS se llama Congreso, en el FMI se llama Junta de Gobernadores. 

· Órgano ejecutivo: Se puede llamar: Consejo, Comité Administrativo, Comité Ejecutivo. Por ejemplo, en el consejo del FMI los miembros están representados según su contribución; en dicho organismo vamos a encontrar una desigualdad real, los que tienen más votos son lo de mayor importancia en el comercio internacional. 

· Organización administrativa: generalmente cumple una función permanente, sus funciones son de carácter administrativo. Una de sus funciones es por ejemplo, la preparación de reuniones. Teóricamente debe estar totalmente desvinculada e la influencia de los estados miembros. 

· Órgano de control. Existen de distintos tipos:. Jurídico, político, financiero. 

· Òrgano consultivo: en los mismos están representados más bien los intereses locales de los estados miembros. 

Los individuos 

Sin duda que el hecho de considerar o no a los individuos como sujetos de Derecho Internacional Público depende mucho del momento histórico y de la evolución misma del sistema.

Dentro de la doctrina podemos encontrar distintas posiciones:

· Quienes consideran que el individuo es el único sujeto del Derecho Internacional. Un ejemplo de esta corriente es la escuela sociológica francesa. En este caso se considera al estado solo como un hecho, como una asociación de individuos. 

· También están quienes admiten cierta personalidad internacional del individuo, pero sometida a limitaciones. Esta posición es la más aceptada. 

El individuo es un sujeto pasivo del Derecho Internacional ya que sólo recibe de él derechos y obligaciones. No puede ser sujeto del Derecho Internacional porque carece de capacidad para celebrar Tratados y no tiene legitimación para acudir ante los Tribunales Internacionales para hacer valer sus derechos.

El individuo como sujeto de deberes internacionales 

Es importante tener en cuenta que el individuo puede ser responsable internacionalmente cuando viola normas fundamentales del Derecho Internacional. Son actos ilegales de violencia que pueden ser cometidos en el mar o en el espacio aéreo. Los únicos sujetos que pueden cometer estos actos son las personas físicas, los individuos, pero los Estados están autorizados por el ordenamiento internacional a detener a los infractores de la norma y someterlos a su jurisdicción; pero quien tipifica el delito es el Derecho Internacional.

Algunos ejemplos:

· Piratería: son aquellos actos de violencia en alta mar contra personas o propiedades por la tripulación de un navío con intento de pillaje, Solo puede ser cometida por particulares, y la obligación de abstenerse emana del orden jurídico internacional, otros dicen que el Derecho Internacional autoriza a cada Estado a tipificar en sus leyes penales el acto de piratería. Sería la ley interna la que crea la responsabilidad personal, pero es el Derecho Internacional el que autoriza a sancionar. La realidad indica que la norma de Derecho Internacional tipifica el delito y no sólo se limita a autorizar. La piratería es un delito contra el derecho internacional, el cual da la definición y además impone el castigo. 

· Crímenes de guerra: el Derecho Internacional, en esta materia, admite al lado de la responsabilidad estática, la responsabilidad individual, siendo el individuo responsable de sus propios actos y por consiguiente, destinatario directo de obligaciones impuestas por el orden jurídico internacional. 

Al igual que en la piratería las normas internacionales autorizan a los estados a sancionar, y a la vez definen los hechos determinantes de tales sanciones.

El individuo como sujeto de derechos internacionales
El individuo tiene personalidad internacional pasiva, reconocida en los principios de Nuremberg, haciéndolo susceptible de castigo según el Derecho Internacional general. Además si se observa el sistema normativo internacional podemos determinar que la persona física es beneficiaria de muchos derechos que le otorgan las normas internacionales. Por ejemplo la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

Pero el individuo, no tiene personería internacional activa, lo que no impide que en el futuro puedan ser considerados sujetos de Derecho Internacional en virtud de la evolución y desarrollo del derecho internacional. Es decir, el individuo posee capacidad de goce, pero no de ejercicio, la que suple con la representación. De todas formas, al ser la protección diplomática facultativa por parte del Estado, no habría en realidad representación tal como la hay en materia civil.

Estando el Estado obligado a actuar. O sea, que en el Derecho Internacional el individuo no goza de legitimación procesal activa, es decir de locus standi para procurar por si el respeto de los intereses que el orden internacional le protege; tampoco posee el ius tractatum ni el legationem”. .

Para nosotros el derecho internacional tiene dos clases de sujetos que son los siguientes: Sujetos con base territorial, como es el caso de los estados y los sujetos sin base territorial, como es por cierto el caso de los organismos internacionales, en tal sentido podemos citar el caso de la organización de estados americanos y la organización de las naciones unidas, y otro es el caso de la organización internacional del trabajo. Este es un tema desarrollado en el derecho internacional público, lo que debe ser materia de estudio en una sede mas amplia a efecto de poder conocer mejor estos temas y en este sentido podemos afirmar que son desarrollados mas ampliamente en libros sobre estos temas. En tal sentido el estado peruano o república peruana es un sujeto de derecho internacional con base internacional y las personas naturales y personas jurídicas son sujetos sin base territorial, lo cual es muy conocido por parte de los embajadores y otros diplomáticos, lo cual debe provocar abundantes estudios por parte de los tratadistas.  Los estados son sujetos con base territorial y deben velar por que se respeten los derechos humanos, en tal sentido debe proteger el estado peruano los derechos de los ciudadanos que se encuentren en el indicado. Si un abogado conoce este tema es claro que podrá tener en cuenta algunos conocimientos sobre el derecho internacional y ocurrirá lo contrario en el otro caso. 

Hasta aquí pareciera que los sujetos de derecho sin base territorial fueran escasos, sin embargo, son abundantes, por ejemplo el caso de la organización mundial de la salud, entre otros tantos. En cuanto a las personas naturales son sujetos de derecho internacional sin base territorial, al margen de que sean propietarias o no de inmuebles, lo que debe ser materia de estudio en una sede mas amplia y en este sentido debemos incentivar el desarrollo del derecho internacional. 

Es decir, lo que nos importa de este tema es que todos deben proteger el derecho de propiedad, el cual se relaciona con las garantías, ya que sólo puede gravar el bien el propietario, o el apoderado con facultades suficientes para ello, lo cual demuestra que si el estudioso del derecho internacional desconoce o ignora el derecho internacional de los derechos humanos es claro que le falta estudiar o investigar parte importante del derecho y si lo conoce es claro que es muy importante en el estudio del derecho.

Si una persona no conoce el derecho internacional se deja de lado parte importante del derecho, por ello, recomendamos su estudio, y de esta forma es claro que llegaremos a conocer las formas de hacer respetar los derechos humanos.

El derecho a la propiedad es un derecho humano y está protegido por la constitución peruana de 1993, la cual debe ser materia de estudio en una sede mas amplia a efecto de conocer y dominar este tema.

El derecho de propiedad debe ser tomado en cuenta cuando nos referimos a la adjudicación extrajudicial de los bienes ejecutados en el supuesto del impago del crédito garantizado por la garantía mobiliaria. 

Si aspiramos a conocer el tema del crédito debemos conocer el derecho de propiedad el cual es un derecho humano que debe ser respetado incluso por parte del estado, sin embargo, en el derecho peruano, éste lo perjudica con lo cual es claro que se entorpece el crecimiento económico, y en este sentido es claro que debe incentivarse que los agentes económicos adquieran bienes, los cuales son corporales e incorporales, lo que debe ser materia de estudio en una sede mas amplia y en tal sentido podemos concluir que si es un tema importante, pero para algunos no lo es, lo que debe ser materia de estudio por parte de los tratadistas, sin embargo, no ha sido materia de estudio al menos en el derecho peruano.   

Organización de Estados Americanos (OEA)
En la web http://es.wikipedia.org/wiki/Organizaci%C3%B3n_de_los_Estados_Americanos sobre la OEA se precisa lo siguiente: 

“La Organización de los Estados Americanos es una organización internacional de carácter regional y principal foro político para el diálogo multilateral y la toma de decisiones de ámbito americano. La declaración de la organización dice que trabaja para fortalecer la paz y seguridad, consolidar la democracia, promover los derechos humanos, apoyar el desarrollo social y económico y promover el desarrollo sostenible en América. En su accionar busca construir relaciones más fuertes entre las naciones y los pueblos del hemisferio. Su sigla en inglés es OAS (Organization of American States).

La OEA tiene su sede en Washington, DC, Estados Unidos (EE.UU.). También tiene oficinas regionales en sus distintos países miembros. La Organización está compuesta de 35 países miembros. Precisamente Cuba fue suspendida porque la conferencia consideró que el comunismo era incompatible con el espíritu de la organización americana.

Aunque en la actualidad sigue viva, su relevancia se ve mellada dado que no tiene ningún tipo de poder decisorio.
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Historia
En 1890, la Primera Conferencia Internacional Americana, efectuada en la ciudad de Washington, estableció la Unión Internacional de las Repúblicas Americanas y su secretaría permanente, la Oficina Comercial de las Repúblicas Americanas, precursora de la OEA. En 1910, esta organización se convirtió en la Unión Panamericana. El 30 de abril de 1948, 21 naciones del hemisferio se reunieron en Bogotá, Colombia, para adoptar la Carta de la Organización de los Estados Americanos, con la cual confirmaron su respaldo a las metas comunes y el respeto a la soberanía de cada uno de los países. La OEA tuvo una inauguración turbulenta, ya que la IX Conferencia Panamericana debió ser trasladada a los campos del Gimnasio Moderno por los disturbios del 9 de Abril«».[1]
Actualidad
Existen un gran número de organizaciones políticas de ámbito americano alternativas a la OEA como Unión de Naciones Suramericanas, Grupo de Río, Sistema de la Integración Centroamericana, y de tinte económico, Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe y Comisión Económica para América Latina y el Caribe, entre otras.

Uno de los impulsores de crear un organismo americano paralelo, que no incluya a EE.UU. y sí a Cuba, es Brasil que propondrá el nuevo marco en la cumbre de la SELA de diciembre 2008 en Salvador de Bahía.[2]
Miembros
Todos los países americanos son miebros de la OEA, menos Cuba que fue expulsada. No es miembro la Guayana Francesa ni otros territorios actualmente coloniales. Los primeros miembros fueron los 21 países independientes americanos en el 5 de mayo de 1948:

	· 

 Argentina 

· 

 Bolivia 

· 

 Brasil 

· 

 Chile 

· 

 Colombia 

· 

 Costa Rica 

· 


 Cuba* 
	· 


 República Dominicana 

· 

 Ecuador 

· 


 El Salvador 

· 

 Guatemala 

· 


 Haití 

· 

 Honduras 

· 

 México 
	· 


 Nicaragua 

· 

 Panamá 

· 

 Paraguay 

· 

 Perú 

· 

 Estados Unidos 

· 

 Uruguay 

· 

 Venezuela 


Poco a poco la OEA se fue expandiendo principalmente por los países caribeños descolonizados:

· 

 Barbados (miembro desde 1967) 

· 

 Trinidad y Tobago (1967) 

· 

 Jamaica (1969) 

· 

 Granada (1975) 

· 

 Surinam (1977) 

· 

 Dominica (1979) 

· 

 Santa Lucía (1979) 

· 

 Antigua y Barbuda (1981) 

· 

 San Vicente y las Granadinas (1981) 

· 

 Bahamas (1982) 

· 

 San Cristóbal y Nieves (1984) 

· 

 Canadá (1990) 

· 

 Belice (1991) 

· 

 Guyana (1991) 

Expulsión de Cuba
Cuba está excluida de participar en la organización; debido, oficialmente, a su régimen comunista, pero técnicamente aún es un país miembro. Esto es resultado de una decisión tomada en la octava cumbre en Punta del Este, Uruguay, el 31 de enero de 1962. La votación se produjo con el voto en contra de Cuba y con seis abstenciones de países latinoamericanos que no quisieron verse implicados pero sí seguir manteniendo relaciones con Estados Unidos: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador y México.

La parte operativa de la resolución decía literalmente que la adherencia al marxismo-leninismo es incompatible con el sistema interamericano y el alineamiento de tal gobierno con el bloque comunista rompía la unidad y solidaridad continental; que el gobierno de Cuba, identificado con el marxismo-leninismo, es incompatible con los principios y objetivos del sistema interamericano y que esta incompatibilidad excluye al gobierno cubano de participar en el sistema interamericano.

Sin embargo al excluir solo al gobierno cubano la comisión de la OEA se dedicó a redactar informes sobre derechos humanos en Cuba y atender casos de ciudadanos cubanos que fueron cuestionados por otros países americanos miembros. Como respuesta, el gobierno cubano envió una nota oficial a la Organización que decía que Cuba fue excluida arbitrariamente y que la OEA no tiene ninguna jurisdicción ni competencia en el país. 
Miembros observadores
	· 

 Argelia 

· 

 Angola 

· 

 Armenia 

· 

 Australia 

· 

 Azerbaiyán 

· 

 Bélgica 

· 

 Bosnia y Herzegovina 

· 

 Bulgaria 

· 

 China 

· 

 Croacia 

· 

 Chipre 

· 

 República Checa 

· 

 Dinamarca 

· 

 Egipto 

· 

 Guinea Ecuatorial 

· 

 Estonia 

· 

 Unión Europea 

· 

 Finlandia 

· 

 Francia 

· 

 Georgia 
	
	· 

 Alemania 

· 

 Ghana 

· 

 Grecia 

· 

 Ciudad del Vaticano 

· 

 Hungría 

· 

 India 

· 

 Irlanda 

· 

 Israel 

· 

 Italia 

· 

 Japón 

· 

 Kazajistán 

· 

 Corea del Sur 

· 

 Letonia 

· 

 Líbano 

· 

 Luxemburgo 

· 

 Marruecos 

· 

 Países Bajos 

· 

 Níger 

· 

 Noruega 

· 

 Pakistán 
	
	· 

 Filipinas 

· 

 Polonia 

· 

 Portugal 

· 

 Qatar 

· 

 Rumania 

· 

 Rusia 

· 

 Arabia Saudita 

· 

 Serbia 

· 

 Eslovaquia 

· 

 Eslovenia 

· 

 España 

· 

 Sri Lanka 

· 

 Suecia 

· 

 Suiza 

· 

 Tailandia 

· 

 Túnez 

· 

 Turquía 

· 

 Ucrania 

· 

 Reino Unido 

· 

 Yemen 


Organización
Sede de la organización, situada en la capital de Estados Unidos.

Artículo principal: Organización de la OEA
Según la Carta de la OEA (Título VIII), las instancias consultivas y políticas son:

· Asamblea General; 

· Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores; 

· Los Consejos (Consejo Permanente, Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral y otros); 

· Comité Jurídico Interamericano; 

· Comisión Interamericana de Derechos Humanos; 

· Secretaria General; 

· Conferencias Especializadas; y 

· Organismos especializados 

Secretarios generales
· Alberto Lleras Camargo (Colombia) 1948-1954 

· Carlos Dávila Espinoza (Chile) 1954-1955 

· José A. Mora (Uruguay) 1956-1968 

· Galo Plaza Lasso (Ecuador) 1968-1975 

· Alejandro Orfila (Argentina) 1975-1984 

· João Clemente Baena Soares (Brasil) 1984-1994 

· César Gaviria (Colombia) 1994-2004 

· Miguel Ángel Rodríguez (Costa Rica) septiembre-octubre 2004 

· Luigi R. Einaudi (EE.UU.) Secretario General Interino, octubre 2004 a mayo de 2005. 

· José Miguel Insulza (Chile) Secretario General, mayo de 2005” 

Es decir, la OEA debe ser materia de estudio en la presente sede a efecto de dominar mas las cidips y las garantías, por lo tanto, hemos querido hacer esta cita, lo que debe ser materia de estudio en una sede mas amplia a efecto de profundizar nuestros estudios sobre este sujeto de derecho internacional y para otros en forma mas específica del derecho internacional público.

Si un abogado no conoce este tema es claro que se le hará difícil comprender las garantías, lo cual ocurre en muchas sedes o escenarios y en este orden de ideas esperamos que la idea haya quedado clara. Además no son lo mismo la OEA con la ONU, por ello nos referimos a ambas en el presente trabajo de investigación, lo que debe generar la difusión a que haya lugar en el derecho peruano y extranjero.
Si un abogado conoce este tema es claro que podrá dominar las garantías, las cuales son importantes en el tráfico comercial o dicho de otra forma son importantes en el mercado, no sólo nacional, sino también extranjero e internacional. 

Es decir, lo que pretende la OEA es mejorar el tráfico comercial, para que de esta manera exista mayor crecimiento económico y de esta forma es claro que existirá mayor número de empleos y de tributación, pero en cuanto a ésta última debe ser materia de estudio por parte de los estudiosos del derecho. 

Organización de las Naciones Unidas (ONU) 

En la web http://es.wikipedia.org/wiki/Naciones_Unidas sobre la ONU se precisa: 

“La Organización de las Naciones Unidas (ONU) es la mayor organización internacional existente. Se define como una asociación de gobiernos global que facilita la cooperación en asuntos como el Derecho internacional, la paz y seguridad internacional, el desarrollo económico y social, los asuntos humanitarios y los derechos humanos.

La ONU fue fundada el 24 de octubre de 1945 en San Francisco (California), por 51 países, al finalizar la Segunda Guerra Mundial, con la firma de la Carta de las Naciones Unidas.[1]
Desde su sede en Nueva York, los Estados miembros de las Naciones Unidas y otros organismos vinculados proporcionan consejo y deciden acerca de temas significativos y administrativos en reuniones periódicas celebradas durante el año. La ONU está estructurada en diversos organismos administrativos: Asamblea General, Consejo de Seguridad, Consejo Económico y Social, Secretaría General, Consejo de Administración Fiduciaria y la Corte Internacional de Justicia. La figura pública principal de la ONU es el Secretario General. El actual es Ban Ki-moon de Corea del Sur, que asumió el puesto el 1 de enero de 2007, reemplazando a Kofi Annan.[2]
En el año 2007, la ONU posee 192 estados miembros, prácticamente todos los países soberanos reconocidos internacionalmente. Hay excepciones como la Santa Sede, que tiene calidad de observador, y República de China-Taiwán (un caso especial).

La sede europea (y segunda sede mundial) de la Organización de las Naciones Unidas se sitúa en Ginebra, Suiza”.

Este sub tema resulta importante en el tema materia de estudio por que no debe confundirse la OEA con la ONU. Lo que debe generar estudios por parte de los estudiosos del derecho, los cuales esperamos que sean publicados. Esto que afirmamos lo hacemos básicamente para los estudiantes de pre grado, por que en post grado, si se comprende con facilidad este tipo de temas, los cuales deben ser materia de estudio en forma mas amplia. . 
Cidips
Las cidips son convenciones de derecho internacional privado, las cuales han alcanzado escasa difusión en el derecho peruano, en todo caso para estudiar este tema se puede consultar en Internet.
Existe abundante información sobre este pero en Internet, la cual se puede consultar en forma libre.
En el derecho peruano existen algunos libros sobre las garantías mobiliarias, en los cuales, por cierto no se desarrollan a profundidad su relación con las cidips, ni tampoco este último tema, como es por cierto las cidips. 
Las cidips constituyen un tema de vital importancia en el desarrollo del derecho, lo que debe ser tenido en cuenta a efecto de dominar más las garantías mobiliarias y en este sentido recomendamos su estudio de ambos temas en forma conjunta. 
Si un abogado conoce las cidips es claro que dominará con mayor profundidad las garantías mobiliarias, pero si desconoce ocurrirá lo contrario 
En publicaciones nuestras anteriores hemos desarrollado en forma tímida o dicho mas exactamente nos hemos referido a dicho tema, con lo cual advertimos su relación pero no desarrollamos las cidips, lo que debe ser materia de estudio, en tal sentido en el presente estudiamos todas las cidips, desde la primera hasta la última poniendo énfasis en las convenciones adoptadas, lo cual ubicará al lector en el tiempo y de esta forma es claro que permitirá al lector conocer y dominar mas el presente. 
5. CIDIP I

En la CIDIP I, se adoptó las siguientes convenciones: 1) Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Letras de Cambio, Pagarés y Facturas, 2) Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Cheques, 3) Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional, 4) Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, 5) Convención Interamericana sobre recepción de Pruebas en el Extranjero y 6) Convención Interamericana sobre Régimen Legal de Poderes para ser utilizados en el Extranjero
Y fue celebrada en la Ciudad de Panamá. Panamá en 1975.
6. CIDIP II

Se adoptó en la CIDIP II las siguientes convenciones: 1) Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Cheques, 2) Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Sociedades Mercantiles, 3) Convención Interamericana sobre Domicilio de las Personas Físicas en el Derecho lnternacional Privado, 4) Convención Interamericana sobre Ejecución de Medidas Preventivas, 5) Convención Interamericana sobre Normas Generales de Derecho Internacional Privado, 6) Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros y 7) Convención Interamericana sobre Pruebas e Información acerca del Derecho Extranjero.

Además se aprobó el siguiente protocolo: Protocolo adicional a la Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias
Y fue celebrada en Montevideo, Uruguay en 1979. 
7. CIDIP III
En la CIDIP III se adoptaron las siguientes convenciones: 1) Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Adopción de Menores, 2) Convención Interamericana sobre  Competencia en la Esfera Internacional para la  Eficacia Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras, y 3) Convención Interamericana sobre Personalidad y Capacidad de Personas Jurídicas en el Derecho Internacional Privado. 
Además se adoptó el siguiente protocolo: Protocolo adicional a la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero
Esta CIDIP fue llevada a cabo en La Paz (Bolivia). 

8. CIDIP IV
La CIDIP IV adoptó las siguientes convenciones: 1) Convención Interamericana sobre Contrato de Transporte Internacional de Mercadería por carretera, 2) Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, y 3) Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias

Esta CIDIP fue celebrada en Montevideo, Uruguay en 1989. 
9. CIDIP V
La CIDIP V adoptó las siguientes convenciones: 1) Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores y 2) Convención Interamericana sobre Derecho aplicable a los Contratos Internacionales..
Esta CIDIP fue celebrada en la ciudad de México (México) en 1994. 
10. CIDIP VI
En la CIDIP VI, se adoptó los siguientes instrumentos: 1) Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias, 2) Carta de Porte directa negociable que rige el transporte de las mercaderías por carretera y 3) Ley  Aplicable y  Jurisdicción Internacional competente en materia de responsabilidad civil extracontractual
La cual fue llevada a cabo en Washington DC en 2002. 
En la web aparece la ley modelo interamericana sobre garantías mobiliarias, la cual insertamos a continuación, para permitir un estudio mas adecuado del tema materia de estudio: 
Ley modelo interamericana sobre garantías mobiliarias
TÍTULO I 
ÁMBITO Y APLICACIÓN GENERAL 
Artículo 1. La presente Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias (en lo sucesivo la “Ley”) tiene por objeto regular garantías mobiliarias para garantizar obligaciones de toda naturaleza, presentes o futuras, determinadas o determinables. 

Un Estado podrá declarar que esta Ley no se aplica a ciertos tipos de bienes muebles que expresamente indiquen en el presente texto.   

Un Estado que adopte esta Ley  deberá crear un sistema de registro único y uniforme aplicable a toda figura de garantías mobiliarias existente dentro del marco jurídico local, para dar efecto a esta Ley.   

Artículo 2. Las garantías mobiliarias a que refiere esta Ley pueden constituirse contractualmente sobre uno o varios bienes muebles específicos, sobre categorías genéricas de bienes muebles, o sobre la totalidad de los bienes muebles del deudor garante, ya sean estos presentes o futuros, corporales o incorporales, susceptibles de la valoración pecuniaria al momento de la constitución o posteriormente, con el fin de garantizar el cumplimiento de una o varias obligaciones, presentes o futuras sin importar la forma de la operación o quien sea el titular de la propiedad.   

Cuando a una garantía mobiliaria se le dé publicidad de conformidad con esta Ley, el acreedor garantizado tendrá el derecho preferente 

a ser pagado con el producto de la venta de los bienes gravados.   

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entiende por:   

I.
Registro: el Registro de Garantías Mobiliarias.   

II.
Deudor garante: la persona, sea el deudor principal o un tercero, que constituye una garantía mobiliaria conforme a esta Ley.   

III.
Acreedor garantizado: la persona en cuyo favor se constituye una garantía mobiliaria, con o sin desposesión, ya sea en su propio beneficio o en beneficio de un tercero.   

IV.
Comprador [o adquiriente] en el Curso Ordinario de las Operaciones Mercantiles: un tercero que con o sin conocimiento de que su operación se realiza sobre bienes sujetos a una garantía mobiliaria, paga para la adquisición de dichos bienes de una persona dedicada a comerciar bienes de naturaleza.   

V.
Bienes Muebles en Garantía: cualquier bien mueble, incluyendo créditos y otros tipos de bienes incorporales, tales como bienes de propiedad intelectual, o categorías específicas o genéricas de bienes muebles, incluyendo bienes muebles atribuibles, que sirvan para garantizar el cumplimiento de una obligación garantizada de acuerdo con los términos del contrato de garantía. 

  La garantía mobiliaria sobre los bienes en garantía se extiende, sin necesidad de mención en el contrato de garantía o en el formulario de inscripción registral, al derecho a ser indemnizado por las pérdidas o daños ocasionados a los bienes durante la vigencia   de   la   garantía,  así   como  a    la indemnización de una póliza de seguro o certificado que ampare el valor los mismos.   

VI.
Bienes Muebles Atribuibles: los bienes muebles que se puedan identificar como derivados de los originalmente gravados, tales como los frutos que resulten por su venta, sustitución o transformación.   

VII.
Formulario de Inscripción Registral: es el formulario para llevar a cabo la inscripción de la garantía mobiliaria  proporcionado por el Registro a que refiere el Artículo 3.I, el cual contendrá al menos, los datos necesarios para identificar al solicitante, al acreedor garantizado, al deudor garante, el o los bienes en garantía, el monto máximo garantizado por la garantía mobiliaria y la fecha del vencimiento de la inscripción, de acuerdo con su reglamento.   

VIII.
Inventario: el conjunto de bienes muebles en posesión de una persona para su venta  o arrendamiento en el curso ordinario de la actividad mercantil de esa persona. El Inventario no incluye bienes muebles en posesión de un deudor para su uso corriente.   

IX.
Garantía Mobiliaria de Adquisición: es una garantía otorgada a favor de un acreedor -- incluyendo un proveedor -- que financia la adquisición por parte del deudor de bienes muebles corporales sobre los cuales se crea la garantía mobiliaria.  Dicha garantía mobiliaria puede garantizar la adquisición presente o futura de  bienes muebles presentes o por adquirirse en el futuro financiados de dicha manera.   

X. Crédito: el derecho (contractual o extra-contractual) del deudor garante de reclamar o recibir pago de una suma de dinero, de un tercero, adeudada actualmente o que pueda adeudarse en el futuro, incluyendo cuentas por cobrar.   

Artículo 4.  Las obligaciones garantizadas, además de la deuda principal pueden consistir en:   

I.
Los intereses ordinarios y moratorios que genere la suma principal de la obligación garantizada, calculados conforme se establezca en el contrato de garantía, en el entendido de que en caso que no exista previsión al respecto, éstos serán calculados a la tasa de interés legal que se encuentre vigente en la fecha del incumplimiento;   

II.
Las comisiones que deban ser pagadas al acreedor garantizado, tal y como las mismas se encuentren determinadas en el contrato de garantía;   

III.
Los gastos en que razonablemente incurra el acreedor garantizado para la guarda y custodia de los bienes en garantía;   

IV.
Los gastos en que razonablemente incurra el acreedor garantizado con motivo de los actos necesarios para llevar a cabo la ejecución de la garantía;   

V.
Los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato de garantía, que sean cuantificados judicialmente, o en virtud de un laudo arbitral o mediante un contrato de transacción;   

VI.
La liquidación convencional de daños y perjuicios  cuando hubiere sido pactada.

TÍTULO II 
CONSTITUCIÓN 

Artículo 5. Una garantía mobiliaria se constituye mediante contrato entre el deudor garante y el acreedor garantizado.   

Artículo 6.  Si la garantía mobiliaria es sin desposesión, el contrato por el cual se constituye la garantía mobiliaria deberá ser por escrito y surte efectos entre las partes desde el momento de su suscripción, salvo pacto en contrario.   

Sin embargo, la garantía mobiliaria, sobre bienes futuros o a adquirir posteriormente gravará los derechos del deudor garante (personales o reales) respecto de tales bienes, sólo a partir del momento en que el deudor garante adquiera tales derechos.   

Artículo 7.  El contrato de garantía por escrito deberá contener, como mínimo:   

I.
Fecha de celebración;   

II.
Datos que permitan la identificación del deudor garante y del acreedor garantizado, así como la firma por escrito o electrónica del deudor garante;   

III.
El monto máximo garantizado por la garantía mobiliaria;   

IV.
La descripción de los bienes muebles  en garantía, en el entendido de que dicha descripción podrá realizarse de forma genérica o específica;   

V.
La mención expresa de que los bienes muebles descritos servirán de garantía a la obligación garantizada; y   

VI.
Una descripción genérica o específica de las obligaciones garantizadas.   

La escritura podrá hacerse a través de cualquier medio de comunicación fehaciente que deje constancia del consentimiento de las partes en la constitución de la garantía, incluyendo el telex, telefax, intercambio electrónico de datos, correo electrónico, y medios ópticos o similares, de conformidad  con  las  normas  aplicables  en esta materia y teniendo en cuenta la resolución de esta Conferencia que acompaña esta Ley Modelo (CIDIP-VI/RES. 6/02).   

Artículo 8.  Si la garantía mobiliaria es con desposesión, surte efectos desde el momento en que el deudor garante entrega posesión o control de los bienes en garantía al acreedor garantizado o a un tercero designado por éste, salvo pacto en contrario.   

Artículo 9. Si la garantía mobiliaria es sin desposesión,  el deudor garante o cualquier persona que adquiera los bienes sujetos a la garantía, salvo pacto en contrario, tendrá los siguientes derechos y obligaciones:   

I. 
El derecho de usar y disponer de los bienes muebles en garantía y sus bienes muebles atribuibles en el curso normal de las operaciones mercantiles del deudor;   

II.  
La obligación de suspender el ejercicio de dicho derecho cuando el acreedor garantizado le notifique al deudor garante de su intención de proceder a la ejecución de la garantía mobiliaria sobre los bienes en garantía bajo los términos de la presente Ley;   

III.  
La obligación de evitar pérdidas y deteriores de los derechos y bienes muebles otorgados en garantía y hacer todo lo necesario para dicho propósito;   

IV.  
La obligación de permitir que el acreedor garantizado inspeccione los bienes en garantía para verificar su cantidad, calidad y estado de conservación; y   

V. 
La obligación de contratar un seguro adecuado sobre los bienes en garantía contra destrucción, pérdida o daño.

TÍTULO III 
PUBLICIDAD 
CAPÍTULO I 
Reglas Generales 

Artículo 10.  Los derechos conferidos por la garantía mobiliaria serán oponibles frente a terceros sólo cuando se dé publicidad a la garantía mobiliaria. La publicidad de una garantía mobiliaria  se puede dar por registro de acuerdo con el presente Título y el Título IV o por la entrega de la posesión o control de los bienes en garantía al acreedor garantizado o a un tercero designado por este de acuerdo con el  presente Título.    

Se le podrá dar publicidad a una garantía mobiliaria sobre cualquier tipo de bienes muebles en garantía por medio de su inscripción registral, salvo con lo dispuesto en el Artículo 23. Asimismo, se podrá dar publicidad una garantía mobiliaria por medio de la entrega de posesión o control de los bienes en garantía sólo si la naturaleza de los mismos lo permite o si la entrega es realizada de la manera contemplada por el presente Título.   

A una garantía que se le haya dado publicidad de acuerdo con uno de los métodos mencionados, se le podrá dar publicidad subsecuentemente por otro método y, desde que no exista lapso intermedio sin publicidad, se considerará que la garantía estuvo continuamente publicitada a efectos de esta Ley.   

Artículo 11. Una garantía mobiliaria podrá amparar bienes muebles atribuibles siempre y cuando esta circunstancia se mencione en el formulario de inscripción registral.   

CAPÍTULO II 
Garantía Mobiliaria de Adquisición 

Artículo 12. Una garantía mobiliaria de adquisición, debe dársele publicidad por medio de la inscripción de un formulario de inscripción  registral que haga referencia al carácter especial de la garantía y que describa los bienes gravados por la misma.   

CAPÍTULO III 
Créditos 

Artículo 13.  Las disposiciones de esta Ley referidas a garantías mobiliarias sobre créditos se aplican a toda especie de cesión de créditos en garantía.  Si la cesión no es en garantía sólo deberá cumplir con las reglas de publicidad; de lo contrario estará sujeta a las reglas de prelación de esta Ley.   

Artículo 14. Se le da publicidad a una garantía mobiliaria, otorgada por un deudor garante sobre créditos debidos al deudor garante, por medio de su inscripción registral.   

Artículo 15. Salvo por lo dispuesto en esta Ley, una garantía mobiliaria otorgada sobre créditos, no podrá modificar la relación jurídica subyacente ni hacer más onerosas las obligaciones del deudor del crédito cedido sin su consentimiento.  

Artículo 16. El deudor de un crédito cedido en garantía tiene los derechos y esta sujeto a las obligaciones indicadas en este Capítulo.   

Artículo 17. El deudor del crédito cedido puede extinguir su obligación pagando al deudor garante o al cesionario en su caso. Sin embargo, cualquier saldo debido al deudor garante o al cedente al momento o después de que el deudor del crédito cedido reciba notificación del acreedor garantizado de que debe realizar el pago al acreedor garantizado, el saldo debido deberá ser  pagado  al  acreedor  garantizado.   El deudor 

del crédito cedido podrá solicitar al acreedor garantizado prueba razonable de que la garantía mobiliaria se ha efectuado, y de no proporcionarse dicha prueba razonable dentro de un tiempo razonable, el deudor del crédito cedido podrá hacer pago al deudor garante.   

La notificación al deudor del crédito cedido podrá realizarse por cualquier medio de comunicación generalmente aceptado. Para que dicha notificación sea efectiva, deberá identificar el crédito respecto al cual se solicita el pago, e incluir instrucciones de pago suficientes para que el deudor del mismo pueda cumplir con la notificación.  Salvo pacto en contrario, el acreedor garantizado no entregará dicha notificación antes que ocurra un incumplimiento que le autorice la ejecución de la garantía.   

Artículo 18. De ser notificada al deudor del crédito cedido más de una garantía mobiliaria sobre el mismo credito, el deudor del crédito cedido deberá efectuar el pago de conformidad con las instrucciones de pago enunciadas en la primera notificación recibida.  Cualquier acción entre acreedores garantizados destinadas a hacer efectivo el orden de prelación establecido en el Título V de esta Ley quedan preservadas.   

Artículo 19. Una garantía mobiliaria sobre un crédito, con exclusión de una obligación bajo una carta de crédito, es válida, sin importar cualquier acuerdo entre el deudor del crédito cedido y el deudor garante por el cual se limite el derecho del deudor garante a crear una garantía sobre, o ceder, el crédito.  Nada en el presente Artículo afecta la responsabilidad del deudor garante para con el deudor del crédito cedido por los daños ocasionados por incumplimiento de dicho acuerdo.   

Artículo 20. El deudor del crédito cedido podrá oponer en contra del acreedor garantizado todas las excepciones derivadas del contrato original o cualquier otro contrato que fuere parte de la misma  transacción,  que   el  deudor  del  crédito cedido podría oponer en contra del deudor garante.   

El deudor del crédito cedido podrá oponer cualquier otro derecho de compensación  en contra del acreedor garantizado, siempre y cuando dicho derecho se encontrara disponible al deudor del crédito cedido al momento en el cual recibió la notificación.   

El deudor del crédito cedido podrá acordar con el deudor garante o cedente, por escrito que renuncia a oponer, en contra del acreedor garantizado, excepciones y derechos de compensación que el deudor del crédito cedido podría oponer bajo los dos párrafos del presente Artículo.  Dicho acuerdo impide que el deudor del crédito cedido oponga dichas excepciones y derechos de compensación.    

El deudor del crédito cedido no podrá renunciar a las siguientes excepciones:   

I. Aquellas que surjan a raíz de actos fraudulentos cometidos por el acreedor garantizado o cesionario; o   

II. Aquellas basadas en la incapacidad del deudor del crédito cedido.  

CAPÍTULO IV 
Obligaciones No-Monetarias 

Artículo 21. Se le da publicidad a una garantía mobiliaria, otorgada por el deudor garante sobre una obligación no-monetaria, a favor del deudor garante, por medio de su  inscripción registral.   

Artículo 22. Cuando el bien en garantía consiste en una obligación no-monetaria, el acreedor garantizado tiene el derecho de notificar a la persona obligada que dé cumplimiento de dicha obligación o que la ejecute en su beneficio hasta el grado permitido por la naturaleza de la misma.  La  persona  obligada  se  podrá  rehusar  sólo  en base a una causa razonable.  

CAPÍTULO V 
Cartas de Crédito 

Artículo 23.  A una garantía mobiliaria sobre una carta de crédito cuyos términos y condiciones requieren que sea presentada para obtener el pago, se le dará publicidad por medio de la entrega de dicha carta de crédito por parte del beneficiario (deudor garante) al acreedor garantizado, siempre y cuando dicha carta de crédito no prohíba su entrega a otra parte que no sea el banco obligado.  Salvo el caso en que la carta de crédito haya sido enmendada para permitir que el acreedor garantizado gire contra el banco emisor, la entrega a este último no lo habilita a cobrar el crédito sino que impide la presentación de la carta de crédito por parte del beneficiario (deudor garante) al banco pagador o negociante.   

Artículo 24.  Un beneficiario (deudor garante)  podrá ceder su derecho a girar contra una carta de crédito al acreedor garantizado obteniendo la emisión de un crédito transferible a nombre del acreedor garantizado como cesionario-beneficiario. La validez y efecto respecto de terceros de dicha transferencia se regula por las disposiciones aplicables de la versión en vigencia al momento en que la misma se efectúe, de las Prácticas y Costumbres Uniformes para Créditos Documentarios de la Cámara de Comercio Internacional.   

Artículo 25.  La existencia de una garantía sobre los fondos de una carta de crédito se condiciona a que el beneficiario cumpla con los términos y condiciones de la carta de crédito por lo tanto habilitando el pago de la misma.  A los efectos de su publicidad, esta garantía mobiliaria deberá ser inscrita en el registro pero no será ejecutable contra el banco emisor o confirmante hasta la fecha y hora en la cual éste dé su aceptación bajo los términos y condiciones que regulen el pago de la carta de crédito.   

Artículo 26.  Si la obligación garantizada consiste en la emisión futura de un crédito o en la entrega de un valor en el futuro al beneficiario (deudor garante), el acreedor garantizado deberá emitir dicho crédito o entregar dicho valor en un plazo no mayor de 30 días contados a partir de la fecha en la cual el banco emisor o confirmante acepte los términos y condiciones de la garantía sobre los fondos de la carta de crédito, salvo pacto en contrario.  Si dicho crédito o valor no se emite dentro de este plazo, la garantía mobiliaria se dará por cancelada, su inscripción, si se ha efectuado, se podrá cancelar, y el acreedor garantizado deberá remitir una liberación firmada al banco emisor o confirmante autorizando a éste a pagar al beneficiario (deudor garante) de acuerdo con sus términos y condiciones originales.   

CAPÍTULO VI 
Instrumentos y Documentos 

Artículo 27.  Cuando el bien en garantía es un documento cuyo título es negociable se le dará publicidad a la garantía mobiliaria, ya sea por endoso o por mera entrega,  o por medio de la entrega de la posesión del documento con cualquier endoso que sea necesario. 

  Artículo 28.  Cuando un título representativo de mercaderías es creado, transferido o prendado electrónicamente, para la creación de transferencia o prenda se aplicarán las reglas especiales del registro electrónico correspondiente.   

Artículo 29. En caso que el acreedor garantizado dé publicidad a su garantía mobiliaria por medio de la posesión y endoso del documento pero posteriormente lo entrega al deudor garante, para cualquier propósito incluyendo el retiro, almacenamiento, fabricación, manufactura, envío o venta de bienes muebles representados por el documento, el acreedor garantizado deberá inscribir su garantía antes de que el documento sea regresado al deudor garante de acuerdo con el Artículo 10 de esta Ley.   

Cuando los bienes muebles representados por un documento representativo se encuentren en posesión de un tercero depositario o almacén de depósito, se dará publicidad a la garantía mobiliaria por medio de la notificación por escrito al tercero en cuestión. 

CAPÍTULO VII
Bienes en Posesión de un Tercero 

Artículo 30. El acreedor garantizado, con el consentimiento del deudor garante, podrá tener los bienes por medio de un tercero; la tenencia por medio de un tercero implica publicidad sólo desde el momento en que dicho tercero reciba prueba escrita de la garantía mobiliaria.  Dicho tercero deberá, a la solicitud de cualquier interesado, informar inmediatamente a éste si ha recibido o no una notificación de la existencia de una garantía mobiliaria sobre los bienes en su posesión.  

CAPÍTULO VIII 
Inventario 
Artículo 31. A una garantía mobiliaria sobre inventario integrado por bienes presentes y futuros y sus bienes atribuibles, o parte del mismo, podrá dársele publicidad por medio de una única inscripción registral.  

CAPÍTULO IX 
Derechos de Propiedad Intelectual 
Artículo 32.  Una garantía mobiliaria sobre derechos de propiedad intelectual, tales como patentes, marcas, nombres comerciales, regalías y otros bienes muebles atribuibles a los mismos, se sujetará a las normas de esta Ley, incluyendo el Artículo 37.  

CAPÍTULO X 
Obligaciones de un Acreedor en Posesión de los Bienes en Garantía 

Artículo 33. Corresponde al acreedor en posesión de los bienes en garantía:  

I. Ejercer cuidado razonable en la custodia y preservación de los bienes en garantía. Salvo pacto en contrario, el cuidado razonable  implica la obligación de tomar las medidas necesarias para preservar el valor de la garantía y los derechos derivados de la misma.   

II. Mantener los bienes de manera que permanezcan identificables, salvo cuando éstos sean fungibles.   

III.  El uso de los bienes en garantía sólo dentro del alcance contemplado en el contrato de garantía.   

Artículo 34.  Una garantía con desposesión podrá ser convertida en garantía sin desposesión, reteniendo su prelación, siempre y cuando se le dé publicidad a dicha garantía por medio de inscripción registral de acuerdo al Artículo 10, antes de que se devuelvan los bienes muebles al deudor garante. 

TÍTULO IV 
REGISTRO Y DISPOSICIONES RELACIONADAS 

Artículo 35.  La garantía mobiliaria a la cual se dé publicidad mediante su inscripción en el Registro será oponible frente a terceros desde el momento de su inscripción.   

Artículo 36.  Cualquier persona podrá efectuar la  inscripción de la garantía mobiliaria autorizada por el acreedor garantizado y el deudor garante; y cualquier persona podrá efectuar la inscripción de una prórroga con la autorización del acreedor garantizado.   

Artículo 37. Cuando otra ley o convención internacional aplicable requiera que el título de bienes muebles sea inscrito en un registro especial y contenga normas relativas a las garantías creadas sobre dicha propiedad, dichas disposiciones tendrán precedencia con respecto a esta Ley, en lo referente a cualquier incongruencia entre ambas.   

Artículo 38. El formulario de inscripción registral deberá seguir un formato y médium estandarizado prescrito por reglamentación. Dicho formulario, deberá permitir incluir los siguientes datos:   

I. El nombre y dirección del deudor garante;   

II. El nombre y dirección del acreedor garantizado;   

III. El monto máximo garantizado por la garantía mobiliaria;   

IV. La descripción de los bienes en garantía, que podrá ser de forma genérica o específica.   

Cuando exista más de un deudor garante otorgando una garantía sobre los mismos bienes muebles, todos los deudores garantes deberán identificarse separadamente en el formulario de inscripción registral.   

Artículo 39. La inscripción en el Registro tendrá vigencia por un plazo de cinco años, renovable por períodos de tres años, conservando la fecha de prelación original.    

Artículo 40. Para darle publicidad a una garantía mobiliaria de adquisición y oponibilidad frente a acreedores garantizados previos con garantía sobre el mismo tipo de bienes, el acreedor con garantía de adquisición deberá cumplir   con los siguientes requisitos, antes de que el deudor garante tome posesión de dichos bienes:   

I.  
Inscribir en el formulario de inscripción registral una anotación que indique el carácter especial de la garantía mobiliaria de adquisición; y   

II.  
Notificar a los acreedores garantizados con anterioridad sobre el mismo tipo de bienes, cuáles son los bienes que el nuevo acreedor garantizado espera adquirir mediante la garantía mobiliaria de adquisición.  

Artículo 41.  Los datos de inscripción podrán modificarse en cualquier momento por la inscripción de un formulario de modificación; la modificación tendrá efecto sólo desde la fecha de su inscripción.   

Artículo 42. El acreedor garantizado podrá cancelar la efectividad del registro original por medio de la inscripción de un formulario registral de cancelación.   

Si una cancelación se lleva acabo por error o de manera fraudulenta, el acreedor garantizado podrá reinscribir el formulario de inscripción registral en sustitución del formulario cancelado.  Dicho acreedor retiene su prelación con relación a otros acreedores garantizados que hayan inscrito una garantía durante el tiempo de vigencia del formulario original erróneamente cancelado, mas no en contra de acreedores garantizados que hubieran inscrito sus garantías con posterioridad a la fecha de cancelación pero con anterioridad a la fecha de reinscripción de la  garantía.   

Artículo 43.  La entidad designada por el Estado operará y administrará el Registro el cual será público y automatizado, y en el cual existirá un folio electrónico que se ordenará por nombre de deudor garante.    

Artículo 44. El Registro contará con una base central de datos, constituida por los asientos registrales de las garantías mobiliarias inscritas en el Estado.   

Artículo 45.  Para la inscripción y búsqueda de información, el Registro autorizará el acceso remoto y por vía electrónica a usuarios que lo soliciten.  

Artículo 46. Los usuarios contarán con una clave confidencial de acceso al sistema del Registro para inscribir garantías mobiliarias mediante el envío por medios electrónicos del formulario de inscripción registral, o por cualquier otro método autorizado por la legislación del Estado, así como para realizar las búsquedas que le sean solicitadas.   

TÍTULO V 
REGLAS DE PRELACIÓN 
Artículo 47.  El derecho conferido por una garantía mobiliaria respecto de bienes en garantía es oponible frente a terceros sólo cuando se ha cumplido con el requisito de publicidad.   

Artículo 48.  La prelación de una garantía mobiliaria se determina por el momento de su publicidad.   

La garantía mobiliaria confiere sobre el acreedor garantizado el derecho de persecución respecto de bienes en garantía, con el propósito de ejercitar los derechos de la garantía.   

Artículo 49.  Sin embargo, un comprador o adquiriente de bienes muebles enajenados en el curso ordinario de las operaciones mercantiles del deudor garante recibirá los bienes muebles libre de gravamen.   

El acreedor garantizado no podrá interferir con los derechos de un arrendatario o beneficiario de una   licencia   bajo   arrendamiento   o    licencia otorgada en el curso ordinario de las operaciones mercantiles del arrendador o persona quien otorgó la licencia después de la publicación de la garantía mobiliaria.   

Artículo 50.  La prelación de una garantía mobiliaria podrá ser modificada mediante acuerdo escrito entre los acreedores garantizados involucrados, salvo que afecte el derecho de terceros o esté prohibido por ley.   

Artículo 51. Una garantía mobiliaria de adquisición tendrá prelación sobre una garantía anterior que afecte bienes muebles futuros del deudor garante del mismo tipo, siempre que se constituya de acuerdo con lo establecido en esta Ley,  aún cuando se le haya dado publicidad con posterioridad. La garantía mobiliaria de adquisición se extenderá exclusivamente sobre los bienes muebles específicos adquiridos con ésta y el numerario específicamente atribuible a la venta de estos últimos, siempre y cuando el acreedor garantizado cumpla con  las condiciones establecidas en el Artículo 40.   

Artículo 52.   

I. Una garantía mobiliaria con desposesión sobre un documento representativo de mercaderías tendrá prelación sobre una garantía que grave los bienes representados por dicho documento siempre y cuando esta última haya sido dada a publicidad posteriormente a la fecha de emisión de tal documento.   

II. El tenedor de dinero o  cesionario de un título negociable que ha tomado posesión del mismo con o sin endoso según corresponda, en el curso ordinario de las operaciones mercantiles de la persona que se lo transfirió, los recibe libre de gravamen.   

III. El acreedor garantizado que reciba una aceptación por un banco emisor o confirmante de su garantía, a la cual se le dió publicidad sobre los bienes atribuibles de una carta de crédito, tiene prelación sobre cualquier otra  garantía  mobiliaria  sobre  dichos  bienes,   sin importar el momento de publicidad, de otro acreedor garantizado que no haya recibido dicha aceptación o la haya recibido en fecha posterior. Cuando la garantía mobiliaria cubra los bienes atribuibles de la carta de crédito, se aplicara la regla general de prelación establecida en esta Ley.   

IV.  
Una garantía mobiliaria que se haya previamente publicitado sobre bienes muebles adheridos o incorporados a un inmueble, sin perder su identidad de bien mueble, tiene prelación respecto de garantías sobre el inmueble correspondiente, siempre y cuando la misma se haya inscrito en el registro inmobiliario correspondiente antes de la adhesión o incorporación.   

Artículo 53. El acreedor garantizado podrá autorizar al deudor garante que disponga de los bienes en garantía, libres de gravamen, sujeto a los términos y condiciones acordados por las partes.   

TÍTULO VI
EJECUCIÓN 

Artículo 54. Un acreedor garantizado que pretenda dar comienzo a una ejecución, en caso de incumplimiento del deudor garante, efectuará la inscripción de un formulario registral de ejecución en el Registro y entregará una copia al deudor garante, al deudor principal de la obligación garantizada, a la persona en posesión de los bienes en garantía y a cualquier persona que haya dado a publicidad una garantía mobiliaria sobre los mismos bienes muebles en garantía.   

El formulario registral de ejecución  deberá contener:   

I. Una breve descripción del incumplimiento por parte del deudor;   

II. Una descripción de los bienes en garantía;   

III. Una declaración del monto requerido para satisfacer la obligación garantizada y cubrir los gastos de la ejecución razonablemente cuantificados;  

IV. Una declaración de los derechos reconocidos por este Título al recipiente del formulario de ejecución; y   

V. Una declaración de la naturaleza de los derechos reconocidos por este Título que el acreedor garantizado intenta ejercer.   

Artículo 55. En caso de incumplimiento de la obligación garantizada el acreedor garantizado deberá requerir al deudor garante el pago de la cantidad adeudada.  Dicho requerimiento podrá hacerse, a opción del acreedor, en forma notarial o en forma judicial en el domicilio de deudor mencionado en el formulario de inscripción registral.  En el acto del requerimiento o intimación deberá entregarse al deudor copia del formulario registral de ejecución inscrito en el Registro.   

Artículo 56. El deudor tendrá un plazo de tres días, contados desde el día siguiente a la recepción del formulario de ejecución, para oponerse acreditando ante el Juez o al Notario interviniente el pago total del adeudo y sus accesorios. No se admitirá otra excepción o defensa que la de pago total.   

Artículo 57.  En el caso de una garantía mobiliaria sin desposesión sobre bienes corporales, transcurrido el plazo indicado en el Artículo anterior, podrá el acreedor garantizado presentarse al Juez solicitándole que libre de inmediato mandato de desposesión o desapoderamiento, el que se ejecutará sin audiencia del deudor.  De acuerdo con la orden judicial, los bienes en garantía serán entregados al acreedor garantizado, o a un tercero a solicitud del acreedor garantizado.  Cualquier excepción o defensa que el deudor pretenda hacer valer contra el procedimiento iniciado, distinta a la indicada en el Artículo anterior, deberá implementarla por vía de acción judicial independiente conforme prevea  la legislación procesal local; dicha acción judicial no obstará el ejercicio de los derechos de ejecución del acreedor garantizado contra los bienes en garantía.   

Artículo 58. En cualquier momento antes de que el acreedor garantizado disponga de los bienes en garantía, el deudor garante, así como cualquier otra persona interesada, tiene el derecho de terminar los procedimientos de ejecución, ya sea:   

I. Pagando el monto total adeudado por el deudor garante al acreedor garantizado, así como los  gastos razonables incurridos por el acreedor garantizado en el procedimiento de ejecución; o   

II. Si la obligación garantizada es pagadera en cuotas, reestableciendo el cumplimiento del contrato de garantía pagando las cantidades adeudadas al acreedor garantizado, así como los gastos razonables incurridos en el procedimiento de ejecución, y remediando cualquier otro incumplimiento.   

Artículo 59. Con respecto de una garantía con desposesión, o de una garantía sin desposesión sobre bienes muebles incorporales, o con respecto a una garantía sin desposesión sobre bienes corporales después de su reposesión por parte del acreedor garantizado:   

I. Si los bienes muebles en garantía se cotizan habitualmente en el mercado en el Estado donde la ejecución se lleva acabo, pueden ser vendidos directamente por el acreedor garantizado a un precio acorde con el valor en dicho mercado.   

II. Si los bienes muebles en garantía se tratasen de créditos, el acreedor garantizado tendrá el derecho de realizar el cobro o ejecutar los créditos en contra de los terceros obligados por el crédito, de acuerdo con las disposiciones del Título III de esta Ley.   

III. Si los bienes muebles en garantía consisten en valores, bonos o tipos de propiedad similar, el acreedor garantizado tendrá el derecho de ejercer los derechos del deudor garante relacionados con dichos bienes, incluyendo los derechos de reivindicación, derechos de cobro, derechos de voto y derechos de percibir dividendos y otros ingresos derivados de los mismos.   

IV. Los bienes muebles en garantía podrán ser vendidos privadamente, o tomados en pago, por el acreedor garantizado, siempre y cuando los mismos sean previamente tasados o valuados por perito único y habilitado designado por el acreedor garantizado, por el precio de tasación o valuación.   El acreedor garantizado podrá optar por venderlos en subasta pública previa publicación en dos diarios de mayor circulación, con por lo menos cinco días de antelación, sin base y al mejor postor.   

Artículo 60. Los bienes atribuibles a la venta o subasta se aplicarán de la siguiente manera:   

I. Los gastos de la ejecución, depósito, reparación, seguro, preservación, venta o subasta, y cualquier otro gasto razonable incurrido por el acreedor;   

II. Pago de impuestos debidos por el deudor garante estos garantizan un gravamen judicial;   

III. La satisfacción del saldo insoluto de la obligación garantizada;   

IV. La satisfacción de las obligaciones garantizadas con garantías mobiliarias con prelación secundaria; y   

V. El remanente, si lo hubiere, se entregará al deudor.   

Si el saldo adeudado por el deudor garante excede los bienes atribuibles a la realización de los bienes en garantía, el acreedor garantizado tendrá el derecho de demandar el pago por el remanente al deudor de la obligación.   

Artículo 61.  Los eventuales recursos contra cualquier resolución judicial, referida en el presente Título, no tendrán efecto suspensivo.   

Artículo 62.  En cualquier momento, antes o durante el procedimiento de ejecución, el deudor garante podrá acordar con el acreedor garantizado condiciones diferentes a las anteriormente reguladas, ya sea sobre la entrega del bien, las condiciones de la venta o subasta, o sobre cualquier otro aspecto, siempre que dicho acuerdo no afecte a otros acreedores garantizados o compradores en el curso ordinario. 

Artículo 63. En todo caso, quedará a salvo el derecho del deudor de reclamar los daños y perjuicios por el ejercicio abusivo de sus derechos por parte del acreedor.   

Artículo 64.  Cualquier acreedor garantizado subsecuente podrá subrrogarse en los derechos del acreedor garantizado precedente pagando el monto de la obligación garantizada del primer acreedor.   

Artículo 65.  El derecho del deudor garante de vender o de transferir bienes en garantía en el curso ordinario de sus operaciones mercantiles queda suspendido desde el momento en que el deudor garante reciba notificación del comienzo de los procedimientos de ejecución en su contra, de acuerdo con las normas de ejecución de la presente Ley.  Dicha suspensión continuará hasta que la ejecución haya terminado, salvo que el acreedor garantizado autorice lo contrario.   

Artículo 66. Los acreedores garantizados podrán ejercitar sus derechos de ejecución y asumir el control de los bienes en garantía en el orden de su prelación.   

Artículo 67. Una persona que compra un bien en garantía en una venta o subasta con motivo de una ejecución, recibirá la propiedad sujeta a los gravámenes que recaigan sobre la misma, con excepción del gravamen correspondiente al acreedor garantizado que vendió la propiedad para realizar sus derechos y de los gravámenes sobre los cuales éste tenga prelación.   

TÍTULO VII 
ARBITRAJE 
Artículo 68. Cualquier controversia que se suscite respecto a la interpretación y cumplimiento de una garantía, podrá ser sometida por las partes a arbitraje, actuando de consenso y de conformidad con la legislación de este Estado. 

TÍTULO VIII 
CONFLICTOS DE LEYES Y ALCANCE TERRITORIAL DE APLICACIÓN  

Artículo 69. En el caso de que una garantía mobiliaria esté vinculada con más de un Estado, la ley del Estado en que estén ubicados los bienes en garantía al momento en que se crea la garantía mobiliaria regula cuestiones referentes a la validez, publicidad y prelación de:   

I. Una garantía mobiliaria sobre bienes muebles corporales, salvo los bienes muebles del tipo al que se hace referencia en el Artículo siguiente; y   
II. Una garantía mobiliaria con desposesión sobre bienes muebles incorporales.   

Si los bienes en garantía se trasladan a un Estado diferente a aquel en el cual se le dio publicidad previa a la garantía mobiliaria, la ley del Estado al cual se trasladaron los bienes regirá las cuestiones referentes a la publicidad y prelación de la garantía mobiliaria frente a los acreedores quirografarios y a los terceros que adquieran derechos en la garantía tras el ingreso de los bienes. No obstante, la prelación de la garantía registrada conforme a la ley del lugar anterior de ubicación de los bienes dados en garantía subsiste si a dicha garantía se le dá publicidad  conforme a la ley del Estado de la nueva ubicación dentro de los 90 días siguientes al traslado de los bienes.   

Artículo 70.  En el caso de que una garantía mobiliaria esté vinculada con más de un Estado, el derecho del Estado en el cual el deudor garante se localice en el momento de la creación de la garantía, regula las cuestiones referentes a la validez, publicidad y prelación de:   

I. Una garantía mobiliaria sin desposesión sobre bienes incorporales; y 

II. Una garantía mobiliaria sobre bienes muebles corporales si dichos bienes permanecen en posesión del deudor garante como equipo utilizado en el curso ordinario de sus operaciones mercantiles, o como inventario para arrendamiento.   

Si el deudor garante se traslada a un Estado diferente a aquel en el cual se le dio publicidad previa a la garantía mobiliaria, la ley del Estado de la nueva localización del deudor garante regulará las cuestiones referentes a la publicidad y prelación de la garantía mobiliaria frente a los acreedores quirografarios y a los terceros que adquieran derechos en la garantía tras la fijación de la nueva localización. No obstante, la prelación de la garantía a la cual se le dio publicidad conforme a la ley del lugar de la localización anterior subsiste sí a dicha garantía se le dá publicidad conforme a la ley del Estado de la nueva localización del deudor garante dentro de los 90 días siguientes al traslado del deudor.   

Artículo 71.  La prelación de una garantía sin desposesión sobre bienes muebles incorporales negociables frente a terceros que adquieran derechos posesorios sobre dichos bienes, se rige por la ley del Estado en donde se ubiquen los bienes en garantía al momento de la adquisición de los derechos posesorios.   

Artículo 72.  Al efecto de aplicar el Artículo 70, un deudor garante se considera localizado en el Estado donde se ubica el centro principal de sus negocios.   

Si el deudor garante no opera un negocio o no tiene un centro de negocios, el deudor garante se considera localizado en el Estado de su residencia habitual.
En otra página web http://www.oas.org/CONSEJO/SP/CAJP/docs/ce00231s04.doc encontramos la siguiente información, lo que debe ser materia de estudio en forma bastante minuciosa: 

	LEY MODELO INTERAMERICANA SOBRE GARANTÍAS MOBILIARIAS

TÍTULO I

ÁMBITO Y APLICACIÓN GENERAL

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto regular garantías mobiliarias para garantizar obligaciones de toda naturaleza, presentes o futuras, determinadas o determinables.

Los estados podrán declarar que esta Ley no se aplica a ciertas garantías que expresamente indiquen.

El Estado que adopte esta Ley Modelo deberá crear un sistema de registro único y uniforme de garantías mobiliarias para dar efecto a la misma.

Artículo 2. Las garantías mobiliarias a que esta Ley se refiere pueden constituirse contractualmente sobre uno o varios bienes muebles específicos, sobre categorías genéricas de bienes muebles, o sobre la totalidad de los bienes muebles del deudor garante, ya sean estos presentes o futuros, corpóreos o incorpóreos, susceptibles de la valoración pecuniaria al momento de la constitución o posteriormente, con el fin de garantizar el cumplimiento de una o varias obligaciones, presentes o futuras sin importar la forma de la operación y sin importar quien sea el titular de la propiedad.

Cuando a una garantía mobiliaria se le de publicidad de conformidad con esta ley, el acreedor garantizado tendrá el derecho preferente a  ser pagado con el producto de la venta de los bienes gravados. 

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entiende por:

I. Registro: el Registro de Garantías Mobiliarias referido en el Artículo Primero de esta Ley ; 

II. Deudor garante: la persona, sea el deudor principal o un tercero, que constituye una garantía mobiliaria conforme a esta Ley;

III. Acreedor garantizado: la persona en cuyo favor se constituye una garantía mobiliaria, con o sin posesión, ya sea en su propio beneficio o en beneficio de un tercero;

IV. Comprador [o enajenante] en el Curso Ordinario de las operaciones mercantiles: un tercero que con o sin conocimiento de que su operación se realiza sobre bienes sujetos a una garantía mobiliaria, paga para la adquisición de dichos bienes de una persona dedicada a comerciar bienes de la misma naturaleza;

V. Bienes muebles en garantía, cualquier bien mueble: incluyendo créditos y otros tipos de bienes incorpóreos, tales como bienes de propiedad intelectual, o categorías específicas o genéricas de bienes muebles, incluyendo bienes muebles atribuibles, que sirvan para garantizar el cumplimiento de una obligación garantizada de acuerdo a los términos del contrato de garantía.

La garantía mobiliaria sobre los bienes en garantía se extiende, sin necesidad de mención en el contrato de garantía o en el formulario de inscripción registral, el derecho a ser indemnizado por las pérdidas o daños ocasionados a los bienes durante la vigencia de la garantía, así como al producto de un contrato de seguro o certificado que ampare el valor los mismos;

VI. Bienes muebles atribuibles: los que se puedan identificar como derivados de los originalmente gravados, tales como sus frutos, transformaciones o sustituciones 

VII. Formulario de inscripción registral: es el formulario proporcionado por el sistema del Registro a que refiere el Artículo 3.I, para llevar a cabo la inscripción de la garantía mobiliaria, que contendrá al menos, los datos necesarios de acuerdo a un reglamento de registro correspondiente] para identificar al solicitante, al acreedor garantizado, al deudor garante, el o los bienes en garantía, el monto máximo garantizado por la garantía mobiliaria y la fecha del vencimiento de la inscripción;

VIII. Inventario: bienes muebles en posesión de una persona para su venta  o arrendamiento en el curso ordinario de la actividad mercantil de esa persona.  Inventario no incluye bienes muebles en posesión de un deudor para su uso contínuo. 

IX. Garantía Mobiliaria de Adquisición: es una garantía otorgada a favor de un acreedor, incluyendo un proveedor quien financia la adquisición por parte del deudor de bienes muebles corpóreos sobre los cuales se crea la garantía mobiliaria.  Dicha garantía mobiliaria puede garantizar bienes muebles presentes o por adquirirse en el futuro financiados de dicha manera.  [Cuando los bienes muebles son inventario, la garantía mobiliaria de adquisición  se extiende a los bienes muebles atribuibles derivados de la enajenación del inventario] 

X. Crédito: el derecho (contractual o extra-contractual) del deudor garante de reclamar o recibir pago de una suma de dinero, de un tercero, adeudada actualmente o en el futuro, incluyendo cuentas por cobrar.

Artículo. 4.  Las obligaciones garantizadas pueden consistir en:

I. Los intereses ordinarios y moratorios que genere la suma principal insoluta de la obligación garantizada, calculados conforme se establezca en el que contrato de garantía, en el entendido de que en caso que no exista previsión al respecto, éstos serán calculados a la tasa de interés legal que se encuentre vigente en la fecha del incumplimiento;

II. Las comisiones que deban ser pagadas al acreedor garantizado, tal y como las mismas se encuentren determinadas en el contrato de garantía;

III. Los gastos en que razonablemente incurra el acreedor garantizado con motivo de la guarda y custodia de los bienes en garantía;

IV. Los gastos en que razonablemente incurra el acreedor garantizado con motivo de los actos necesarios para llevar a cabo la ejecución de la garantía;

V. Los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato de garantía, que sean cuantificados judicialmente, o en virtud de un laudo arbitral o mediante un contrato de transacción;

VI. Las penas convencionales, cuando estas fueren pactadas

TÍTULO II

CONSTITUCIÓN Y DISPOSICIONES

RELACIONADAS

Artículo 5. Una garantía mobiliaria se constituye mediante contrato entre el deudor garante y el acreedor garantizado. 

Artículo 6.  Si la garantía mobiliaria es sin desposesión, el contrato por el cual se crea la garantía mobiliaria deberá ser por escrito y surte efectos entre las partes desde el momento de su suscripción, salvo pacto en contrario. 

Sin embargo, una garantía mobiliaria, sobre bienes futuros o a adquirir posteriormente gravará los derechos del deudor garante (personales o reales) sobre tales bienes a partir del momento en que el deudor garante adquiera tales derechos. 

Artículo 7.  El contrato de garantía por escrito deberá contener, como mínimo:

I. Fecha de celebración;

II. Datos que permitan la identificación del deudor garante y del acreedor garantizado, así como la firma por escrito o electrónica del deudor garante;

III. El monto máximo garantizado por la garantía mobiliaria;

IV. La descripción de los bienes en garantía, en el entendido de que dicha descripción podrá realizarse de forma general o específica;

V. La mención expresa de que los bienes muebles descritos servirán de garantía de una obligación garantizada; y, 

VI. Una descripción genérica o específica de las obligaciones garantizadas.
La escritura podrá hacerse a través de cualquier medio fehaciente que deje constancia del consentimiento de las partes en la constitución de la garantía, incluyendo el telex, telefax, intercambio electrónico de datos, correo electrónico, y medios ópticos o similares, de conformidad con las normas aplicables en esta materia  y teniendo en cuenta la resolución de esta Conferencia que acompaña esta Ley Modelo (CIDIP-VI/RES. 6/02).

Artículo 8: Si la garantía mobiliaria es posesoria, surte efectos entre las partes desde el momento en que el deudor garante entrega posesión o control de los bienes en garantía al acreedor garantizado o al tercero designado por este, salvo pacto en contrario.

Artículo 9. Para una garantía mobiliaria sin desposesión,  el deudor garante o cualquier persona que adquiera el derecho o bien mueble otorgado en garantía, salvo pacto en contrario, tendrá los siguientes derechos y obligaciones:

I. El derecho de usar  y disponer de los bienes muebles en garantía y sus bienes muebles atribuibles en el curso normal de las operaciones del deudor; 

II. La obligación de suspender el ejercicio de dichos derechos cuando el acreedor garantizado le notifique al deudor garante de su intención de proceder a la ejecución de la garantía mobiliaria sobre los bienes en garantía en los términos de la presente Ley;

III. La obligación de guardar y conservar los derechos y bienes muebles otorgados en garantía y ejercer todas las acciones inherentes para ese propósito;

IV. La obligación de permitir que el acreedor garantizado inspeccione los bienes en garantía para verificar su cantidad, calidad y estado de conservación; y

V. La obligación de contratar un seguro adecuado sobre los bienes en garantía contra destrucción, pérdida o daño. 

TÍTULO III

PUBLICIDAD Y DISPOSICIONES RELACIONADAS

CAPÍTULO I

Reglas Generales

Artículo 10. Los derechos conferidos por una garantía mobiliaria serán oponibles frente a terceros solo cuando se de publicidad de la garantía mobiliaria. La  publicidad de una garantía mobiliaria  se puede dar por registro de acuerdo con el presente Título y el Título IV o por la entrega de la posesión o control de los bienes en garantía al acreedor garantizado o tercero designado por este de acuerdo al presente Título.  

Se le podrá dar publicidad a una garantía mobiliaria sobre cualquier tipo de bienes muebles en garantía por medio de una inscripción registral, salvo lo dispuesto en el Artículo 23.  Así mismo, se le podrá dar publicidad una garantía mobiliaria por medio de la entrega de posesión o control de los bienes en garantía sólo si la naturaleza de los mismos lo permite o si la entrega es realizada de la manera contemplada en el presente Título. 

A una garantía que se le dé publicidad de acuerdo a uno de los métodos mencionados, se le podrá dar publicidad subsecuentemente por otro método;  siempre y cuando no exista un período intermedio durante el cual la garantía no tenga publicidad.  En estas condiciones, la publicidad de la garantía mobiliaria será continua para efectos de la presente ley.

Artículo 11. Una garantía mobiliaria podrá amparar bienes muebles atribuibles siempre y cuando esta circunstancia se mencione en el formulario registral.

CAPÍTULO II

Garantía Mobiliaria de Adquisición

Artículo 12. A la garantía mobiliaria de adquisición, debe dársele publicidad por medio de la inscripción de un formulario registral que haga referencia el carácter especial de la garantía y describa los bienes gravados por la misma.

CAPÍTULO III

Créditos

Artículo 13.  Las disposiciones de esta Ley referidas a garantías mobiliarias sobre créditos se aplican a toda especie de cesión de créditos en garantía.  Si la cesión no es en garantía solo deberá cumplir con las reglas de publicidad; de lo contrario estará sujeta a las reglas de prelación de esta Ley.

Artículo 14. Se le da publicidad a una garantía mobiliaria, otorgada por un deudor garante sobre créditos debidos al deudor garante, por medio de una inscripción registral.

Artículo 15. Salvo por lo dispuesto en la presente ley, una garantía mobiliaria otorgada sobre créditos, no podrá modificar la relación jurídica subyacente ni hacer las obligaciones del deudor del crédito, más onerosas sino con el consentimiento de este último. 

Artículo 16. El deudor de un crédito quien debe el pago del mismo tiene los derechos y esta sujeto a las obligaciones indicadas en este Capítulo.

Artículo 17. El deudor del crédito puede extinguir su obligación pagando al deudor garante o al cedente en su caso. Sin embargo, cualquier saldo debido al deudor garante o al cedente al momento o después de que el deudor del crédito reciba notificación del acreedor garantizado a realizar el pago al acreedor garantizado.  El deudor del crédito podrá solicitar al acreedor garante prueba razonable de que la garantía mobiliaria se ha efectuado, y de no proporcionarse dicha prueba razonable dentro de un tiempo razonable, el deudor del crédito podrá hacer pago al deudor garante.

Se podrá comunicar la notificación al deudor del crédito por cualquier medio generalmente aceptado.  Para que dicha notificación sea efectiva, deberá identificar el crédito respecto al cual se solicita el pago, e incluir instrucciones de pago suficientes para que el deudor del mismo pueda cumplir con la notificación.  Salvo pacto en contrario, al acreedor garantizado no entregará dicha notificación antes que ocurra un incumplimiento que le autorice la ejecución de la garantía.

Artículo 18. De serle notificada al deudor del crédito más de una garantía mobiliaria sobre el mismo efectuada por el mismo deudor garante, el deudor del crédito deberá liberarse de su obligación pagando de conformidad con las instrucciones de pago enunciadas en la primera notificación recibida.

Artículo 19. Una garantía mobiliaria sobre un crédito, con exclusión de una obligación bajo una carta de crédito, es válida, sin importar cualquier acuerdo entre el deudor del crédito y el deudor garante limitando el derecho del deudor garante a crear una garantía sobre, o ceder, el crédito.  Nada en el presente artículo afecta la responsabilidad del deudor garante para con el deudor del crédito por los daños ocasionados por incumplimiento de dicho acuerdo.

Artículo 20. El deudor del crédito podrá oponer en contra del acreedor garantizado todas la excepciones derivadas del contrato original, o cualquier otro contrato que fuere parte de la misma transacción, de la cual el deudor del crédito podría valerse si la misma fuera opuesta por el deudor garante. 

El deudor del crédito podrá oponer cualquier otro derecho de compensación  en contra del acreedor garantizado, siempre y cuando dicho derecho se encontraba disponible al deudor del crédito al momento en el cual recibió la notificación.

El deudor del crédito podrá acordar con el deudor garante o cedente, por escrito firmado por el deudor del crédito, a no oponer, en contra del acreedor garantizado, excepciones y derechos de compensación que el deudor del crédito podría oponer bajo los dos párrafos del presente artículo.  Dicho acuerdo impide que el deudor del crédito oponga dichas excepciones y derechos de compensación.  

El deudor del crédito no podrá renunciar las siguientes excepciones:

I. aquellas que surjan a raíz de actos fraudulentos cometidos por el acreedor garantizado o cesionario; o

II. aquellas basadas en la incapacidad del deudor del crédito.

CAPÍTULO IV

Obligaciones No-Monetarias

Artículo 21. Se le da publicidad a una garantía mobiliaria, otorgada por el deudor garante sobre una obligación no-monetaria, a favor del deudor garante, por medio de una inscripción registral.

Artículo 22. Cuando el bien en garantía consiste es una obligación no-monetaria, el acreedor garantizado tiene el derecho de notificar a la persona obligada que dé cumplimiento de dicha obligación al acreedor garantizado, o en su beneficio, y el derecho de ejecutar la obligación al grado permitido por la naturaleza de la obligación.  La persona obligada se podrá rehusar solo en base a una causa razonable.

CAPÍTULO V

Créditos Documentarios o Cartas de Crédito

Artículo 23 A una garantía mobiliaria sobre una carta de crédito cuyos términos y condiciones requieren que sea presentada para obtener el pago, se le dará publicidad por medio de la entrega de dicha carta de crédito por parte del deudor garante (beneficiario) al acreedor garantizado; siempre y cuando dicha carta de crédito no prohíba su entrega a otra parte que no sea el banco obligado.  Salvo el caso en el cual la carta de crédito haya sido enmendada para permitir el que el acreedor garantizado gire contra el banco emisor, la entrega a este último no lo habilita a cobrar el crédito sino que impide la presentación de la carta de crédito por parte del deudor garante-beneficiario al banco pagador o negociante.

Artículo 24. Un beneficiario-deudor garante podrá ceder su derecho a girar contra una carta de crédito al acreedor garantizado por medio de la emisión de un crédito transferible a nombre del acreedor garantizado como beneficiario transferido.  La validez y efecto respecto de terceros de dicha transferencia se regula por las disposiciones aplicables de la versión en vigencia al momento en que la misma se efectúe, de la Practicas y Costumbres Uniformes para Créditos Documentarios de la Cámara de Comercio Internacional.

Artículo 25. La existencia de una garantía sobre los fondos de una carta de crédito se condiciona a que el beneficiario cumpla con los términos y condiciones de la carta de crédito por lo tanto habilitando el pago de la misma.  A los efectos de su publicidad, esta garantía mobiliaria deberá ser inscrita en el registro pero no será ejecutable contra el banco emisor o confirmante hasta la fecha en la cual este acepte su notificación bajo los términos y condiciones que regulen el pago de la carta de crédito. 

Artículo 26. Si la obligación garantizada consiste en una emisión futura de un crédito o la entrega de un valor en el futuro al deudor garante-beneficiario de una carta de crédito, el acreedor garantizado deberá emitir dicho crédito o entregar dicho valor en un plazo no mayor de 30 días contados a partir de la fecha en la cual recibió la aceptación de los términos y condiciones de la garantía del banco emisor o confirmante, salvo pacto en contrario.  Si dicho crédito o valor no se emite dentro de este plazo, la garantía mobiliaria se dará por cancelada, su inscripción, si se ha efectuado, se podrá cancelar, y el acreedor garantizado deberá remitir una liberación firmada al banco emisor o confirmante autorizando a este a pagar al deudor garante-beneficiario de acuerdo a sus términos y condiciones originales.  

CAPÍTULO VI

Instrumentos y Documentos

Artículo 27. Cuando un bien en garantía es un documento cuyo título es negociable por endoso o simplemente por  entrega, la garantía mobiliaria se publicita por medio de la entrega de posesión del título o documento con cualquier endoso necesario.

Artículo 28. Cuando un titulo representativo de mercaderías es creado, transferido o prendado electrónicamente, para la creación transferencia o prenda se aplicarán las reglas especiales del registro electrónico correspondiente. 

Artículo 29. En el caso que  el acreedor garantizado da publicidad a su garantía mobiliaria por medio de la posesión y endoso del documento y posteriormente lo entrega al deudor garante, para cualquier propósito incluyendo el retiro, almacenamiento, fabricación, manufactura, envío o venta de bienes muebles representados por el documento, el acreedor garantizado deberá inscribir su garantía de acuerdo al Artículo 10 de esta Ley.

Cuando los bienes cubiertos por un documento representativo se encuentren en posesión de un tercero depositario o almacén de depósito, se dará publicidad a la garantía mobiliaria por medio de la entrega de aviso por escrito al tercero en cuestión. 

CAPÍTULO VII

Bienes en Posesión de un Tercero

Artículo 30. El acreedor garantizado, con el consentimiento del deudor garante, podrá tener los bienes por medio de un tercero; la tenencia por medio de un tercero implica publicidad sólo desde el momento en que dicho tercero reciba prueba escrita de la garantía mobiliaria.  Dicho tercero deberá, a la solicitud de cualquier interesado, informar inmediatamente a éste si ha recibido o no la notificación de la existencia de una garantía mobiliaria sobre los bienes en su posesión.

CAPÍTULO VIII

Inventario

Artículo 31. A una garantía mobiliaria sobre inventario, integrado por  bienes presentes y futuros, y sus bienes atribuibles, o parte del mismo, podrá dársele publicidad por medio de una única inscripción registral.  

CAPÍTULO IX

Derechos de Propiedad Intelectual

Artículo 32.  Una garantía mobiliaria sobre derechos de propiedad intelectual, tales como patentes, marcas, nombres comerciales, regalías y otros bienes muebles atribuibles a los mismos, se sujetará a las normas de esta ley, incluyendo al Artículo 37.

CAPÍTULO X

Obligaciones de un Acreedor en Posesión de los Bienes en Garantía

Artículo 33. Corresponde al acreedor en posesión de los bienes en garantía:

I. Ejercer el cuidado razonable en la custodia y preservación de los bienes en garantía. Salvo pacto en contrario, el cuidado razonable  implica la obligación de tomar las medidas necesarias para preservar el valor de la garantía y los derechos derivados de la misma.

II. Mantener los bienes de manera que permanezcan identificables, salvo cuando éstos sean fungibles.

III. El uso de los bienes en garantía sólo dentro del alcance contemplado en el contrato de garantía.

Artículo 34. Una garantía posesoria podrá ser convertida en garantía mobiliaria sin desposesión reteniendo su prelación, siempre y cuando se le de publicidad a dicha garantía por medio de inscripción antes de que se devuelvan los bienes muebles al deudor garante, de acuerdo al Artículo 10.

TÍTULO IV

REGISTRO Y DISPOSICIONES

RELACIONADAS

Artículo 35. La garantía mobiliaria a la que se de publicidad mediante su inscripción en el Registro será oponible frente a terceros desde el momento de su inscripción.

Artículo 36. Cualquier persona podrá efectuar la inscripción de la garantía mobiliaria autorizada por el acreedor garantizado y el deudor garante; y cualquier persona podrá efectuar la inscripción de una prórroga con la autorización del acreedor garantizado.

Artículo 37. En los casos en donde otra ley  o La garantía mobiliaria sobre bienes que deben inscribirse en un registro especial, requerirá que dicha inscripción se lleve a cabo para ser considerada como oponible frente a terceros. La inscripción especial deberá realizarse en el Registro correspondiente de conformidad con la legislación aplicable.

Artículo 38. El formulario registral deberá seguir el formato y médium estandarizado prescrito por reglamentación. Dicho formulario, deberá permitir entrada de los siguientes datos: 

I. El nombre y dirección del deudor garante;

II. El nombre y dirección del acreedor garantizado;

III. El monto máximo garantizado por la garantía mobiliaria;

IV. La descripción de los bienes en garantía, misma que podrá ser de forma genérica o específica.

Cuando exista más de un deudor garante otorgando una garantía sobre los mismos bienes, todos los deudores garantes deberá identificarse separadamente en el formulario registral.

Artículo 39. La inscripción en el Registro tendrá vigencia por un plazo de cinco años, renovable por períodos de tres años, conservando la fecha de prelación original.  

Artículo 40. Para que una garantía mobiliaria de adquisición –incluyendo sus bienes atribuibles- sea oponible frente a acreedores garantizados previamente con bienes del mismo tipo, el acreedor garantizado deberá cumplir con los siguientes requisitos, antes de que el deudor garante tome posesión de dichos bienes:

I. inscribir en el formulario registral una anotación que indique el carácter especial de la garantía mobiliaria de adquisición; y, 

II. notificar a los acreedores garantizados con anterioridad sobre el mismo tipo de bienes, cuales son los bienes que el nuevo acreedor garantizado espera adquirir en garantía mobiliaria de adquisición.

Artículo 41.  Los datos de inscripción podrán modificarse en cualquier momento por la inscripción de un formulario de modificación; la modificación tendrá efecto solo desde la fecha de inscripción del  formulario de modificación.

Artículo 42. El acreedor garantizado podrá cancelar la efectividad del registro original por medio de la inscripción de un formulario registral de cancelación.

Si una cancelación se lleva acabo por error o de manera fraudulenta, el acreedor garantizado podrá volver a inscribir el formulario registral en sustitución del formulario cancelado.  Dicho acreedor retiene su prelación con relación a otros acreedores garantizados que hayan inscrito una garantía durante el tiempo de vigencia del formulario original erróneamente cancelado, mas no en contra de acreedores garantizados quienes inscribieron sus garantías posteriormente a la fecha de cancelación y anteriormente a la fecha en la cual la garantía se haya vuelto a inscribir.

Artículo 43. La entidad designada por el Estado operará y administrará el Registro el cual será público y automatizado, y en el que existirá un folio electrónico que se ordenará por nombre de deudor.  

Artículo 44. En cada estado, el Registro contará con una base central de datos, constituida por los asientos registrales de las garantías mobiliarias inscritas en el país.

Artículo 45. Para la inscripción y búsqueda de información, el Registro autorizará el acceso remoto vía electrónica a usuarios a la base de datos del Registro. 

Artículo 46. Los usuarios contarán con una clave confidencial de acceso al sistema del Registro para inscribir garantías mobiliarias mediante el envío, por medios electrónicos del formulario de inscripción, o por cualquier otro método autorizado por la legislación del Estado, así como para realizar las búsquedas que le sean solicitadas.

TÍTULO V

REGLAS DE PRELACIÓN

Artículo 47. El derecho conferido por una garantía mobiliaria sobre o contra bienes en garantía oponible frente a terceros solo cuando se ha cumplido con el requisito publicidad.

Artículo 48. La prelación de una garantía mobiliaria se determina por el momento de su publicidad. 

La garantía mobiliaria confiere sobre el  acreedor garantizado el derecho de persecución sobre los bienes en garantía, con el propósito de ejercitar los derechos de la garantía.

Artículo 49.  Sin embargo de lo anterior, un comprador de bienes muebles enajenados en el curso ordinario del negocio del deudor garante recibirá el bien mueble libre de gravamen.

El acreedor garantizado no podrá interferir con los derechos de un arrendatario o beneficiario de una licencia, bajo un arrendamiento o licencia otorgada en el curso ordinario de los negocios del arrendador o persona quien otorgó la licencia después de la publicación de la garantía mobiliaria.

Artículo 50. La prelación de una garantía mobiliaria podrá ser cambiada mediante acuerdo escrito entre los acreedores garantizados involucrados, siempre y cuando no afecte el derecho de terceros o este prohibido por ley.

Artículo 51. Una garantía mobiliaria de adquisición tendrá prelación sobre una garantía anterior que incluya bienes muebles futuros del deudor garante  del mismo tipo, siempre que se constituya de acuerdo a lo establecido en esta Ley y aún cuando se le haya dado publicidad con posterioridad. La garantía mobiliaria de adquisición se extenderá exclusivamente sobre los bienes muebles específicos adquiridos con esta, siempre y cuando el acreedor garantizado cumpla con  las condiciones establecidas en el Artículo 40, y el numerario específicamente atribuible a la venta de estos últimos.

Artículo 52. I. Una garantía mobiliaria posesoria sobre un documento representativo de mercaderías tendrá prelación sobre una garantía que grave los bienes representados por dicho documento, cuando esta última haya sido dada a publicidad posteriormente a la fecha de expedición de dicho documento.

II. El tenedor de dinero o  cesionario de un título negociable que toma posesión con o sin endoso según corresponda en el curso ordinario del negocio de la persona que se lo transfirió, los recibe libre de gravamen. 

III. El acreedor garantizado que reciba notificación de la aceptación por un banco emisor o confirmante, de su garantía, a la cual se le dio publicidad, sobre un crédito documentario o carta de crédito, tiene prelación sobre cualquier otra garantía mobiliaria, sin importar el momento en que se dio a publicidad, de otro acreedor garantizado que no haya recibido dicha notificación o la haya recibido en fecha posterior. Cuando la garantía mobiliaria cubra los bienes atribuibles del crédito documentario o la carta de crédito, se aplicara la regla general de prelación establecida en esta ley.

IV. Una garantía mobiliaria que se haya dado a publicidad sobre bienes muebles adheridos o incorporados a un inmueble, sin perder su identidad de bien mueble, tiene prelación sobre garantías sobre el inmueble correspondiente, siempre y cuando la garantía mobiliaria se haya inscrito en el registro inmobiliario correspondiente antes de la adhesión o incorporación.

Artículo 53. El acreedor garantizado podrá autorizar al deudor garante que disponga de los bienes en garantía libre de gravamen, sujeto a los términos y condiciones acordados por las partes.

TÍTULO VI

EJECUCIÓN DE LA GARANTÍA

Artículo 54. Un acreedor garantizado quien pretenda dar comienzo a una ejecución, en caso de incumplimiento del deudor garante, efectuará inscripción de un formulario registral de ejecución en el Registro y entregará una copia al deudor garante, deudor principal de la obligación garantizada, la persona en posesión de los bienes en garantía y cualquier persona quien haya dado publicidad de una garantía mobiliaria sobre los bienes muebles en garantía correspondientes.

El formulario registral de ejecución  deberá contener:

I. una breve descripción del incumplimiento por parte del deudor;

II. una descripción de los bienes en garantía;

III. un declaración del monto requerido para satisfacer le obligación garantizada y cubrir los gastos de la ejecución razonablemente cuantificados;

IV. una declaración de los derechos proporcionados por este Título al recipiente del formulario de ejecución;

V. una declaración de la naturaleza de los derechos proporcionados por este Título de los cuales el acreedor garantizado se desea avalar.

Artículo 55.
En caso de incumplimiento de la obligación garantizada el acreedor garantizado deberá requerir al deudor garante el pago de la cantidad adeudada.  Dicho requerimiento podrá hacerse, a opción del acreedor, en forma notarial o judicial en el domicilio de deudor mencionado en el formulario registral.  En el acto del requerimiento o intimación deberá entregarse al deudor copia del formulario registral de ejecución inscrito en el Registro. 

Artículo 56. El deudor tendrá un plazo de tres días, contados desde el día siguiente a la recepción de la intimación, para oponerse acreditando ante el Juez o al Notario interviniente el pago total del adeudo y sus accesorios. No se admitirá otra excepción o defensa que la de pago total. 

Artículo 57. En el caso de garantía mobiliaria sin desposesión sobre bienes corpóreos, transcurrido el plazo indicado en el artículo anterior, podrá el acreedor garantizado presentarse al Juez solicitándole que libre de inmediato mandato de desposesión o desapoderamiento, el que se ejecutará sin audiencia del deudor.  De acuerdo a la orden judicial, los bienes en garantía serán entregados al acreedor garantizado, si este lo solicitare, o a un tercero.  Cualquier excepción o defensa que el deudor pretenda hacer valer contra el procedimiento iniciado, distinta a la indicada en el artículo anterior, deberá implementarla por vía de acción judicial independiente conforme prevea  la legislación procesal local; dicha acción judicial no obstará el ejercicio de los derechos de ejecución del acreedor garantizado contra los bienes en garantía. 

Artículo 58. En cualquier momento antes de que el acreedor garantizado disponga de los bienes en garantía, el deudor garantizado, así como cualquier otra persona interesada, tiene el derecho de terminar los procedimientos de ejecución, ya sea:

I. Pagando el monto total adeudado por el deudor garante al acreedor garantizado, así como los  gastos razonables incurridos por el acreedor garantizado en el procedimiento de ejecución; o,

II. Si la obligación garantizada es pagadera en cuotas, reestableciendo el cumplimiento del contrato de garantía pagando las cantidades adeudadas al acreedor garantizado, así como los gastos razonables incurridos en el procedimiento de ejecución, y remediando cualquier otro incumplimiento.

Artículo 59. Con respecto a una garantía posesoria, o con respecto a una garantía sin desposesión contra bienes muebles incorpóreos, o respecto a una garantía posesoria contra bienes corpóreos después de su recuperación o reposesión por parte del acreedor garantizado:

I. Si los bienes muebles en garantía se cotizan habitualmente en el mercado en el estado donde la ejecución se lleva acabo, pueden ser vendidos directamente por el acreedor garantizado a un precio acorde con el valor en dicho mercado.

II. Si los bienes muebles en garantía se tratasen de créditos, el acreedor garantizado tendrá el derecho de realizar el cobro o ejecutar los créditos en contra de los terceros obligados por el crédito, de acuerdo a las disposiciones del Título III de esta Ley; 

III. Si los bienes muebles en garantía consisten en cartas de crédito, acciones, bonos o tipos de propiedad similar, el acreedor garantizado tendrá el derecho de ejercer los derechos del deudor garante relacionados con dichos bienes, incluyendo los derechos de reivindicación, derechos de cobro, derechos de voto y derechos de percibir dividendos y otros ingresos derivados de los mismos.

IV. Los bienes muebles en garantía,  podrán ser vendidos privadamente, o tomados en pago, por el acreedor garantizado, siempre y cuando los mismos sean previamente tasados o valuados por perito único y habilitado designado por el acreedor garantizado, por el precio de tasación o valuación.   El acreedor garantizado podrá optar por venderlos en subasta pública previa publicación en dos diarios de mayor circulación, con por lo menos cinco días de antelación, sin base y al mejor postor.

Artículo 60.  El producido de la subasta se aplicará del modo siguiente:

I. Los gastos de la ejecución, depósito, reparación, seguro, preservación, remate y cualquier otro gasto razonable incurrido por el acreedor.

II. El pago de los impuestos que graven la garantía mobiliaria si los hubiere.

III. La satisfacción del  saldo insoluto de la obligación garantizada.

IV. La satisfacción de las obligaciones garantizadas con garantías mobiliarias con prelación secundaria.

V. El remanente, si lo hubiere, se entregará al deudor.

VI. Si el saldo adeudado por el deudor garantizado excede el producto de la realización de los bienes en garantía pagado al acreedor garantizado, el acreedor garantizado tendrá el derecho de demandar el pago por el remanente al deudor de la obligación.

Artículo 61. Los eventuales recursos contra cualquier resolución judicial, referida en el presente Título, no tendrá efecto suspensivo.

Artículo 62. En cualquier momento, antes o durante el procedimiento de ejecución, el deudor garante podrá acordar con el acreedor garantizado condiciones diferentes a las anteriormente reguladas, ya sea sobre la entrega del bien, las condiciones de la subasta, o sobre cualquier otro aspecto, siempre que dicho acuerdo no afecte a terceros.

Artículo 63. En todo caso, quedará a salvo el derecho del deudor de reclamar los daños y perjuicios por el ejercicio abusivo de sus derechos por parte del acreedor.
Artículo 64. Cualquier acreedor garantizado subsecuente podrá subrogarse en los derechos del acreedor garantizado precedente pagando el monto de la obligación garantizada del primer acreedor.

Artículo 65. El derecho del deudor garante de vender o de transferir bienes en garantía en el curso ordinario de sus negocios queda suspendido desde el momento en que el deudor garante reciba notificación del comienzo de los procedimientos de ejecución en su contra, de acuerdo con las normas de ejecución de la presente ley.  Dicha suspensión continuará hasta que la ejecución haya terminado, salvo que el acreedor garantizado autorice lo contrario.

Artículo 66. Acreedores garantizados podrán ejercitar sus derechos de ejecución y asumir el control de los bienes en garantía en el orden de su prelación.

Artículo 67. Una persona que compra un bien en garantía en una venta con motivo de una ejecución, recibirá la propiedad sujeta a los gravámenes que recaigan sobre la misma, con excepción del gravamen correspondiente al acreedor garantizado que vendió la propiedad para realizar sus derechos y de los gravámenes sobre los cuales éste tenga prelación.

TÍTULO VII

Arbitraje

Artículo 68. Cualquier controversia que se suscite respecto a la interpretación y cumplimiento de una garantía, podrá ser sometida por las partes a arbitraje, actuando de consenso y de conformidad con la legislación de este Estado.

TÍTULO VIII

CONFLICTOS DE LEYES Y ALCANCE TERRITORIAL DE LA APLICACIÓN
DE ESTA LEY

Artículo 69. En el caso de que una transacción garantizada este vinculada con más de un Estado, la ley del Estado en que estén ubicados los bienes en garantía al momento en que se crea la garantía mobiliaria rige las cuestiones referentes a la validez, publicidad y prelación de:

I. Una garantía mobiliaria sobre bienes corpóreos muebles, salvo bienes muebles del tipo al que se hace referencia en el artículo siguiente.

II. Una garantía mobiliaria posesoria sobre bienes muebles incorpóreos.

Si los bienes en garantía se trasladan a un Estado diferente a aquel en el cual se le dió publicidad previa a la garantía mobiliaria, la ley del Estado de la nueva  situación regirá las cuestiones referentes a la publicidad y prelación de la garantía mobiliaria frente a los acreedores quirografarios y a los terceros que adquieran derechos en la garantía tras el ingreso de los bienes. No obstante, la prelación de la garantía registrada conforme a la ley del lugar anterior de ubicación de los bienes dados en garantía subsiste si dicha garantía se registra conforme a la ley del Estado de la nueva ubicación dentro de los 90 días del traslado.

Artículo 70.  En el caso de que una transacción garantizada este vinculada con más de un Estado, el derecho del Estado en el cual el deudor garante se encuentre localizado en el momento de la creación de la garantía, rige las cuestiones referentes a la validez, publicidad y prelación de:

I. una garantía mobiliaria sin desposesión sobre bienes incorpóreos; y

II. una garantía mobiliaria sobre bienes muebles corpóreos si dichos bienes permanecen en posesión del deudor garante como equipo utilizado en el curso ordinario de su negocio, o como inventario mantenido para su arrendamiento.

Si el deudor garante se traslada a un Estado diferente a aquel en el cual se le dió publicidad previa a la garantía mobiliaria, la Ley del Estado de la nueva localización del deudor garante regirá las cuestiones referentes a la publicidad y prelación de la garantía mobiliaria frente a los acreedores quirografarios y a los terceros que adquieran derechos en la garantía tras la fijación de la nueva localización. No obstante, la prelación de la garantía registrada conforme a la ley del lugar de la localización anterior subsiste si a dicha garantía se le da publicidad conforme a la ley del Estado de la nueva localización del deudor garante dentro de los 90 días del traslado.

Artículo 71.
La prelación de una garantía sin desposesión sobre bienes muebles incorpóreos negociables frente a terceros que adquieran derechos posesorios sobre dichos bienes, se rige por la ley del estado en donde se ubiquen los bienes en garantía al momento de la adquisición de los derechos posesorios.

Artículo 72.
Al efecto de aplicar el Artículo 70, un deudor garante se considera localizado en el estado donde se ubica el centro principal de sus negocios.

Si el deudor garante no opera un negocio o no tiene un centro de negocios, el deudor garante se considera localizado en el estado de su residencia habitual. 


	MODEL INTER-AMERICAN LAW ON SECURED TRANSACTIONS

TITLE I

SCOPE AND GENERAL APPLICATION

Article 1. The objective of the present Law is to regulate security interest in movable property securing the performance of any obligations whatsoever, present or future, determined or undetermined of any nature. 

A state may declare that this Law does not apply to certain security interests expressly specified.

The state adopting this Model Law shall create a unitary and uniform registration system for movable property security in order to give effect to this Law.

Article 2.  The security interests to which this law refers are created contractually over one or several specific movable property or on generic categories of movable property or on all of the secured debtor’s movable property, whether present or future, corporeal or incorporeal, susceptible to pecuniary valuation at the time of creation or thereafter with the objective of securing the fulfillment of one or more present or future obligations regardless of the form of the transaction and regardless of whether ownership of the property is held by the secured creditor or the secured debtor.  

When a security interest is publicized in accordance with this law, the secured creditor has the preferential right to payment from the proceeds of the sale of the collateral. 

Article 3.  For purposes of this law, the following terms mean:

I. Registry: is the Registry of Movable Property Security Interests referred to in Article One of this Law;

II. Secured Debtor: the person, whether the principal debtor or a third party, who creates a security interest over movable property in accordance with this law;

III. Secured Creditor: the person in whose favor a security interest, possessory or non-possessory, is created for its own benefit or for the benefit of other persons;

IV. Buyer [or transferee] in the Ordinary Course of Business: a third party who, with or without knowledge of the fact that the transaction covers collateral  subject to a security interest, gives value to acquire such collateral  from a person who deals in property of  that nature; 

V. Collateral: any movable property, including receivables and other kinds of incorporeal property, such as intellectual property, or specific or general categories of movable property, including attributable  movable property, that serves to secure the fulfillment of a secured obligation according to the terms of the security contract.

The security interest in the collateral extends to, regardless of any mention in the security contract or in the registry filing form, the right to be indemnified for any loss or damage affecting the collateral during the course of the security interest, as well as to receive the product of an insurance policy or certificate that covers the value of such property;

VI. Attributable Movable Property: the movable property that can be identified as derived from the originally encumbered property, such as fruits, or property resulting from substitution or transformation.

VII. Registry Filing Form: the form provided by the Registry referred to in Article 3.I, to register a security interest, and which will include at least the data prescribed by the regulations/Registrar necessary to identify the applicant, the secured creditor, the secured debtor, the collateral, the maximum amount secured by the security interest, and the termination date of registration;

VIII. Inventory:  movable property held by a person for sale or lease in the ordinary course of that person’s business operations.  Inventory does not include movable property held by the secured debtor for its on-going use.

IX. Acquisition Security Interest Movable property: a security interest granted in favor of a creditor, including a supplier, who finances the acquisition by the debtor of the moveable corporeal property over which the security interest is granted.  Such security interest may secure present or subsequently acquired movable property so financed. [Where the movable property is inventory, the acquisition security interest extends to the attributable movable property derived from the debtor’s disposition of the inventory.] 

X. Receivable: the secured debtor’s (contractual or extra-contractual) right to claim or receive payment of any monetary sum, currently or thereafter due, from a third party, including accounts receivables. 

Article 4.  The secured obligation may consist in:

I. ordinary and default interests generated by the principal of the secured obligation calculated according to what is stated in the Security contract, with the understanding that, if no rate has been stated, said interest will be calculated at the legal rate applicable at the time of default;

II. the commissions which must be paid to the secured creditor as provided in the Security contract;

III. reasonable expenses incurred by the secured creditor for the maintenance and custody of the secured property;

IV. reasonable expenses incurred by the secured debtor, generated by the acts necessary to effectuate the enforcement of the security interest;

V. damages caused by the breach of the Security contract as determined by a court, arbitration award or private settlement;

VI. the liquidated damages, if any, when these have been established. 

TITLE II

CREATION AND RELATED MATTERS

Article 5. A security interest is created by contract between the secured debtor and secured creditor

Article 6. If the security interest is non-possessory, the contract creating the security must be in writing and the security interest takes effect between the parties from the moment of the execution of the writing, unless the parties otherwise agree.  

However, a security interest in future or after-acquired property encumbers the secured debtor’s rights (personal or real) in such property only from the moment the secured debtor acquires such rights. 
Article 7. The written security contract must contain, as a minimum:

I. Date of execution;

II. Information to identify the secured debtor and the secured creditor, as well as the written or electronic signature of the secured debtor;

III. The maximum amount secured by the security interest;

IV. A description of the collateral, in the understanding that such description may be general or specific;

V. An express indication that the movable property described is to serve as a collateral to secure the secured obligation; and,

VI. A generic or specific description of the secured obligations. 

The writing may be manifested by any method that leaves a permanent record of the consent of the parties to the creation of the security interest, including telex, telefax, electronic data interchange, electronic mail, and any other optical or similar method, according to the applicable norms on this matter and taking into account the resolution of this Conference attached to this Model Law (CIDIP-VI/RES. 6/02). 

Article 8: If the security interest is possessory, it takes effect from the moment the secured debtor delivers possession or control of the collateral to the secured creditor or a third person designated on its behalf, unless the parties otherwise agree.
Article 9. When the security interest is non-possessory, the secured debtor or any person that acquires the collateral subject to the security interest, unless otherwise agreed, has the following rights and obligations:

I. The right to use and dispose of the collateral and any proceeds derived from the original collateral in the ordinary course of the debtor’s business;

II. The obligation to discontinue the exercise of such right when the secured creditor notifies the secured debtor of its intention to enforce the security interest in the collateral under the terms of this law;

III. The obligation to take care of and conserve the collateral and do what ever is necessary for such purpose;

IV. The obligation to allow the secured creditor to inspect the collateral to verify its quantity, quality, and state of conservation; and

V. The obligation to adequately insure the collateral against destruction, loss or damage. 

TITLE III

PUBLICITY AND

RELATED MATTERS

CHAPTER I

General Rules

Article 10. The rights conferred by a security interest takes effect against third parties only when the security interest is publicized.  A security interest may be publicized by registration in accordance with this Title and Title IV or by delivery of possession or control of the collateral to the secured creditor or to a third person on its behalf in accordance with this Title.  

A security interest in any type of collateral may be publicized by registration, except as provided in Article 23.   A security interest may be publicized by delivery of possession or control only if the nature of the collateral so permits or delivery is effected in the manner contemplated by this Title.  

A security interest publicized by one method may later be publicized by another method; provided there is no intermediate period when it is unpublicized, the security interest shall be considered to be publicized continuously for the purposes of this law. 

Article 11. A security interest may cover attributable movable property if this consequence is mentioned in a registration form. 

CHAPTER II

Acquisition Security Interest

Article 12. An Acquisition Security Interest must be publicized by filing of a registration form that refers to the special character of this security interest and that describes the collateral encumbered by this Security Interest.

CHAPTER III

Receivables

Article 13. The provisions of this Law on security interests over receivables are applicable to every type of assignment of receivables. If the assignment is not for security it must comply only with the publicity provisions of this law; if it fails to so comply, it will be subject to the priority rules of this Law.

Article 14. A security interest granted by the secured debtor in receivables owed to the secured debtor is publicized by registration.  

Article 15. Except as otherwise provided in this law, a security interest granted in receivables shall not modify the underlying legal standing nor make the obligations of the account debtor more onerous without the consent of this party.

Article 16. The account debtor who owes payment of the account receivable has the rights and is subject to the obligations stated in this Chapter.

Article 17. The account debtor may discharge its obligation by paying the secured debtor or the assignor as the case may be.  However, any outstanding amount owed to the secured debtor or assignor at the time or after the account debtor receives notice from the secured creditor to make payment to the secured creditor. The account debtor may request the secured creditor provide reasonable proof of the existence of the security interest, and, if reasonable proof is not provided within a reasonable time, the account debtor may make payment to the secured debtor.

The notice to the account debtor may be given by any generally accepted means of communication.  In order for such notice to be effective, it must identify the receivable in respect of which payment is requested, and include sufficient payment instructions to enable the account debtor to comply.  Unless otherwise agreed, the secured creditor shall not deliver such notice before the occurrence of an event of default that entitles the secured creditor to enforce the security interest.

Article 18. If an account debtor receives notice of more than one security interest of the same account receivable by the same secured debtor, the account debtor shall make payment of the obligation in conformity with the payment instructions contained in the first notification received.

Article 19. A security interest in a receivable other than a claim under a letter of credit, is effective notwithstanding any agreement between the account debtor and the secured debtor limiting the right of the secured debtor to grant security in or assign the receivable.  Nothing in this article affects any liability of the secured debtor to pay damages to the account debtor for breach of any such agreement.

Article 20.  The account debtor may raise against the secured creditor all defences and rights of set-off  arising from the original contract, or any other contract that was part of the same transaction, of which the account debtor could avail itself if such claim were made by the secured debtor.

The account debtor may raise against the secured creditor any other right of set-off, provided that it was available to the account debtor when notification of the security interest was received by the account debtor.

The account debtor may agree with the secured debtor or assignor in a writing signed by the account debtor not to raise against the secured creditor the defences and rights of set-off that the account debtor could raise pursuant to the first two paragraphs of this article. Such an agreement precludes the account debtor from raising those defences and rights of set-off.

The account debtor may not waive the following defences:

I. those arising from fraudulent acts on the part of the secured creditor or assignee; or

II. those based on the account debtor’s incapacity.

CHAPTER IV

Non-Monetary Claims

Article 21. A security interest granted by the secured debtor in a claim that consist in a non-monetary obligation, owed to the secured debtor, is publicized by registration.

Article 22. When the collateral is a claim that consists in a non-monetary obligation, the secured creditor has the right to notify the person obligated on the claim to render performance of the obligation to or for the benefit of the secured creditor and to otherwise enforce the obligation to the extent that the nature of the obligation permits.  The person obligated on the claim may refuse only based on reasonable cause.

CHAPTER V

Documentary Credits or Letters of Credit

Article 23 A security interest in a letter of credit whose terms and conditions require that it be presented in order to obtain payment shall be publicized by the beneficiary’s (secured debtor) delivery of the letter of credit to the secured creditor; provided that such a letter of credit does not forbid its delivery to a party other than the paying bank.  Unless the letter of credit has been amended to permit the secured creditor’s draw, the delivery to the secured creditor does not entitle the latter to draw on the letter of credit and solely prevents the secured debtor-beneficiary’s presentment of the letter of credit to the paying or negotiating bank.

Article 24. A beneficiary-secured debtor may transfer or assign its right to draw on a letter of credit to a secured creditor by obtaining the issuance of a credit transferable to the name of the secured creditor as a transferee-beneficiary. The validity and effect upon third parties of such a transfer is governed by the applicable provisions of the prevailing version, at the moment in which it takes place, of the Uniform Customs and Practices for Documentary Credits of the International Chamber of Commerce.

Article 25.  The existence of a security interest in the proceeds of a letter of credit is conditioned upon the beneficiary complying with the terms and conditions of the letter of credit thereby becoming entitled to payment thereon.  To be publicized, such a security interest must be filed in the registry but it will not be enforceable against the issuing or confirming bank until the date on which this party accepts the notification under the terms and conditions governing the payment of the letter of credit. 

Article 26. If the secured obligation consists of a future extension of credit or the giving of value in the future to the secured debtor-beneficiary, the secured creditor must extend such credit or value no later than 30 days from the date on which the issuing or confirming bank agrees to the assignment of the proceeds of the letter of credit, unless otherwise agreed.  If such credit is not extended or value is given within this period, the security interest terminates, its registration, if any, may be cancelled, and the secured creditor must execute a signed release to the issuing or confirming bank allowing them to pay the secured debtor-beneficiary according to its terms and conditions.  

CHAPTER VI

Instruments and Documents

Article 27.  Where the collateral is an instrument or document, the title to which is negotiable by endorsement and delivery, or delivery alone, the security interest may be publicized by delivery of possession of the instrument or document with any necessary endorsement.  
Article 28.
When the transfer or a pledge of a document of title has taken place in an electronic format, or its transfer or pledge has been effectuated in an electronic registry, the special rules governing such electronic registry shall apply.

Article 29. If the secured creditor publicizes its security interest by possession and endorsement of the document and subsequently delivers it to the secured debtor for any purpose including withdrawing, warehousing, manufacturing, shipping or selling the movable property represented by the document, the secured creditor must register its security interest in accordance with Article 10 of this Law.

When the movable property represented by a document is in the possession of a third party depository or a bailee, the security interest may be publicized by the delivery of a written notice to the third party.

CHAPTER VII

Property in Possession of a Third Party

Article 30. The secured creditor, with the consent of the secured debtor, may hold the property through a third person; detention by the third person effects publicity only from the time the third person receives evidence in writing of the security interest. The third person must at the request of any interested person disclose forthwith whether or not it has received notice of a security interest covering property in its possession.

CHAPTER VIII

Inventory

Article 31.  A security interest over inventory, comprised of present and future property, and its attributable movable property, or any part thereof, may be publicized by a single registration.

CHAPTER IX

Intellectual Property Rights

Article 32.  A security interest in intellectual property rights, such as patents, trademarks, trade-names, goodwill, royalties and other attributable movable property derived therefrom, is governed by this law, including Article 37.

CHAPTER X

Obligations of a Creditor in Possession of Collateral

Article 33.  A creditor in possession of the collateral:

I. Shall exercise reasonable care in the custody and preservation of the collateral.  Unless otherwise agreed, reasonable care implies the obligation to take the necessary steps to preserve the value of the collateral and the rights derived therefrom.

II. Shall maintain the collateral in such a way that it remains identifiable, unless it is fungible.

III. May use the collateral only within the parameters established in the security contract.

Article 34. A possessory security interest may be converted into a non-possessory security interest and retain its priority provided that the security interest is publicized by registration before the collateral is returned to the secured debtor, in accordance with Article 10.

TITLE IV

REGISTRY AND RELATED MATTERS

Article 35. The security interest, which is published by registration takes effect against third parties from the moment of its registration. 

Article 36. Any person may effect a registration authorized by the secured creditor and the secured debtor, and any person may register a continuation of an existing registration with the authorization of the secured creditor.

Article 37.  Where another law or an applicable international convention requires title to movable property to be registered in a special registry, and contains provisions relating to security interests created over such property, such provisions shall have precedence over this law, to the extent of any inconsistency between the two.  

Article 38. The registration form shall be in the standard form and medium prescribed by regulation.  Such form shall provide for entry of the following data:

I. The name and address of the secured debtor;

II. The name and address of the secured creditor;

III. The maximum amount secured by the security interest;

IV. The description of the collateral, which can be specific or generic.

When there is more than one secured debtor granting a security interest over the same movable property, all secured debtors must be separately identified in the registration form

Article 39. The registration in the Registry will be valid for a term of five years, renewable for three-year terms, preserving the original priority.

Article 40. In order for an acquisition security interest –including its attributable movable property-- to be publicized and have priority over previously perfected security interests over property of the same type, the secured creditor must comply with the following requirements, before the debtor takes possession of such property:

I. register in the registration form a notation that indicates the special character of the acquisition security interest; and, 

II. notify the holders of previously perfected security interests over property of the same kind that the secured creditor has or expects to acquire an acquisition security interest in the collateral described in the notice.
Article 41. The registration data may be amended at any time by the registration of an amendment form; the amendment shall take effect only from the time of registration of the amendment form.
Article 42.  The secured creditor may cancel the original registration by filing a cancellation form.

If a cancellation is made in error or in a fraudulent manner, the secured creditor may reregister the registration form in substitution of the cancelled form.  Such secured creditor retains its priority in relation to other secured creditors that registered a security interest during the time of validity of the erroneously cancelled registration form, but not against secured creditors who registered their security after the date of cancellation and before the date of reregistration.

Article 43. The entity designated by the State will operate and administrate the Registry, which will be public and automated and in which there will be an electronic folio, which will be indexed by debtor name.  

Article 44. The Registry will have a central database constituted by the registration records of the security interests inscribed in the country.

Article 45. For the registration and searches of information, the Registry will authorize remote and electronic access to users who so request.

Article 46.  The users will have a confidential key to access the Registry system in order to register security interests by sending the registration form via electronic means or via any other method authorized by the legislation of this State, as well as in order to conduct the searches that are requested.

TITLE V

PRIORITY RULES

Article 47. The right conferred by a security interest in or against collateral is effective against third persons only when the publicity requirements have been fulfilled.

Article 48. The priority of a secured interest is determined by the time of its publicity.  

A security interest confers on the secured creditor the right to follow the collateral in order to exercise its rights under the security.

Article 49. A buyer of collateral transferred in the ordinary course of the transferor’s business takes free of any security interest in the collateral.
The secured creditor cannot interfere with the rights of a lessee or a licensee under a lease or a license granted in the ordinary course of the lessor or licensor’s business after the publication of the security interest.
Article 50. The priority of a security interest can be changed by written agreement between the secured creditors involved, unless it affects the rights of third parties or is prohibited by law.

Article 51. An acquisition security interest will have priority over a previous security interest that encumbers future movable property of the secured debtor, as long as it is created according to the provisions of this law and even when it was publicized after the previous security interest.  The acquisition security interest will cover exclusively the specific movable property acquired with it, provided the secured creditor has complied with the conditions set out in Article 40, and the cash proceeds attributable to their sale.

Article 52. I. A possessory security interest in a document of title has priority over a security interest in the property covered by such document of title if the latter is publicized after the document of title is issued.
II. The holder of money or a transferee of negotiable instruments who takes possession with any necessary endorsement in the ordinary course of the transferor’s business takes free of any security interests.

III. The secured creditor who received notice of acceptance by the issuing or confirming bank, of its published security interest over a documentary credit letter of credit, has priority over any security interest, regardless of the time of its publicity, obtained by another secured creditor who did not receive such acceptance notice or who received it at a later date. Where the security interest covers the proceeds of a documentary credit or letter of credit, the ordinary rule of priority  set out in this law applies.
IV. A publicized security interest in a movable that is affixed to an immovable, without losing its identity as a movable, has priority over security interests in the relevant immovable, provided the security interest over the movables has been registered in the immovable registry before affixation.  

Article 53. The secured creditor may authorize the secured debtor to dispose of the collateral free of encumbrance, subject to any terms and conditions agreed to by the parties 

TITLE VI

ENFORCEMENT OF THE SECURITY INTEREST

Article 54. A secured creditor who intends to commence enforcement, in case of default of the secured debtor, shall register an enforcement form in the Registry and deliver a copy to the secured debtor, the principal debtor of the secured obligation, the person in possession of the collateral and any person who has publicized a security interest in the same collateral.
The enforcement form shall contain:

I. a brief description of the default by the secured debtor;

II. a description of the collateral;

III. a statement of the amount required to satisfy the secured obligation and to pay the secured creditor's enforcement expenses as reasonably estimated;

IV. a statement of the rights provided by this Title to the recipient of the enforcement form;

V. a statement of the nature of the remedies provided by  this Title that the secured creditor intends to exercise.

Article 55. In case of default on the secured obligation, the secured creditor shall require the payment from the secured debtor.  Notice of such a requirement shall be issued in a notarized or judicial form, at the creditor’s option, to the debtor’s address mentioned in the registration form.  In the requirement or notification process, the debtor shall be given a copy of the enforcement form filed at the registry.

Article 56. The debtor shall have a period of three days from the day following receipt of the notification to object by giving evidence to the judge or the notary involved that full payment of the amount and its accessories has been made.  No exception or defense, other than full payment, will be admitted.

Article 57. In case of non-possessory security interest over corporeal property, once the period indicated in the previous article has elapsed, the secured creditor may ask the judge to issue an order of repossession, which shall be enforced forthwith, without granting a hearing to the debtor.  In accordance to a Judge’s order the collateral shall be delivered to the secured creditor, if this party so requested, or to a third party.  Any exception or defense that the debtor wishes to make against such order, other than that indicated in the previous article, shall be initiated through an independent judicial action, as provided for in local procedural law; such independent judicial action shall not prevent the secured creditor from exercising its enforcement rights against the collateral.  

Article 58.  At any time before the secured creditor disposes of the collateral, the secured debtor, as well as any other interested person, has the right to terminate the enforcement proceedings by:

I. Paying the full amount owed to the secured creditor, as well as the reasonable enforcement costs of the secured creditor; or, 

II. If the secured obligations are installment obligations, reinstating the security contract by paying the amounts actually in arrears together with the secured creditors reasonable enforcement expenses and remedying any other act of default.

Article 59. With respect to a possessory security interest, or with respect to a non-possessory security interest against incorporeal property, or in respect of a non-possessory security interest against corporeal property after repossession: 

I. If the collateral consists of movable property that is customarily priced in the market in the state where enforcement takes place, it may be sold directly by the secured creditor at a price in accord with such market.

II.  If collateral consists of receivables, the secured creditor has the right to collect or enforce the receivables against the third person obligated on the receivable in accordance with the provisions of Title III of this Law; 

III.  If the collateral consists of letters of credit, stocks, bonds or similar types of property, the secured creditor has the right to exercise the secured debtor’s rights in relation to the collateral, including redemption rights, rights to draw, voting rights and rights to collect dividends or other revenues derived from the collateral.

IV.  The collateral may be sold privately, or taken in payment against the debt, provided that it has been previously appraised by an single qualified appraiser designated by the secured creditor, for the price of the appraisal.  The secured creditor may elect to sell the collateral in a public auction previously announced in two mediums of major circulation, at least five days before the sale, to the highest bidder.

Article 60.
The proceeds of the sale will be applied as follows:

I. The costs of enforcement, storage, repair, insurance, preservation, sale, and any other reasonable cost incurred by the creditor.

II. The payment of the taxes pertaining to the security interest.

III. The payment of the outstanding amount of the secured obligation.

IV. The payment of secured obligations stemming from security interests with a secondary priority; and

V. Any remainder will be returned to the debtor.

VI. If the outstanding loan amount exceeds the proceeds attributed to the secured creditor, the secured creditor shall have the right to demand payment for any deficiency from the debtor of the obligation.

Article 61.
The possible appeals of any judicial decision mentioned in this Title will not have suspensive effect.

Article 62.
At any time, before or during the enforcement proceeding, the debtor may reach an agreement with the creditor on terms other than those previously established, either for the delivery of the goods, the terms of the auction, or any other matter, provided that said agreement does not affect third parties.

Article 63.
In any event, the debtor will retain the right to claim damages for the abuse of his rights by the creditor.

Article 64.  Any subsequent secured creditor may subrogate the rights of a preceding secured creditor by paying the secured obligation of the secured debtor.

Article 65.  The secured debtor’s right to sell or transfer collateral in the ordinary course of business operations is suspended from the moment he receives notice of the commencement of enforcement proceedings against him, pursuant to the enforcement rules of this law.  This suspension will continue until the completion of the enforcement proceedings, unless the secured creditor otherwise agrees.

Article 66.  Secured creditors are entitled to exercise their enforcement rights and to assume control of the collateral in the order of their priority rank.

Article 67. A person who purchases the collateral at an enforcement sale, from the secured creditor takes the property subject to the real rights encumbering it with the exception of the security interest of the creditor who sold the property and the security interests or claims which were subordinate to such security interest.

TITLE VII

Arbitration

Article 68. Any controversy arising out of the interpretation and fulfillment of a security interest may be submitted to arbitration by the parties, acting by mutual agreement and according to the legislation applicable in this state.

TITLE VIII

CONFLICT OF LAWS AND TERRITORIAL SCOPE OF APPLICATION OF THIS LAW

Article 69.  In cases where a secured transaction has contacts to more than one state, the law of the state where the collateral is located at the time the security interest is created shall govern issues relating to the validity, publicity and priority of: 

I. A security interest in corporeal movable property other than mobile property of the kind referred to in the next article; and

II. A possessory security interest in incorporeal movable property.

If the collateral is moved to a different state than that in which the security interest was previously publicized, the law of the new state governs issues relating to the publicity and priority of the security interest as against unsecured creditors and third persons who acquire rights in the collateral after the relocation.  However, the publicized status of the security interest acquired under the  law of the previous location of the collateral is preserved if the security interest is publicized in accordance with the Law of the state of the new location within 90 days after the relocation.   

Article 70.  In cases where a secured transaction has contacts to more than one state, the law of the state in which the secured debtor is located when the security interest is created governs issues relating to the validity, publicity and priority of:

I. a non-possessory security interest in incorporeal property; and

II. a security interest in mobile corporeal property if the property is held by the secured debtor as equipment for use in the secured debtor's business, or as inventory for lease.

If the secured debtor changes its location to a different state than that in which the security interest was previously publicized, the law of the state of the secured debtor’s new location governs issues relating to the publicity and priority of the security interest as against unsecured creditors and third persons who acquire rights in the collateral after the relocation.  However, the publicized status of the security interest acquired under the law of the previous location of the secured debtor is preserved if the security interest is publicized in accordance with the law of the state of the secured debtor’s new location within 90 days after the relocation.

Article 71.
The priority of a non-possessory security interest in negotiable incorporeal property as against third persons who acquire a possessory interest in the property is governed by the law of the state where the collateral is located when the possessory interest is acquired.

Article 72.
For the purposes of applying Article 70, a secured debtor is considered located in the state where the secured debtor maintains the central administration of its business.

If the secured debtor does not operate a business or does not have a place of business, the secured debtor is considered located in the state of his habitual residence. 


11. CIDIP VII

Sobre esta CIDIP, la cual es la VII, se debe tener en cuenta lo indicado en la web http://www.oas.org/dil/esp/CIDIPVII_home.htm: 
“Habiendo seleccionado protección al consumidor y registros electrónicos como los temas para la CIDIP-VII, los Estados miembros designaron a sus Expertos Gubernamentales para que se integren los Grupos de Trabajo y que brinden asistencia en los temas por los cuáles fueron seleccionados. Ellos auxiliaran en la redacción de los instrumentos internacionales a ser aprobados por la CIDIP-VII.

Los Estados miembros propusieron los expertos vía designación oficial quienes gozarán de autoridad para participar y negociar los textos de acorde con las instrucciones políticas y sustantivas que reciban de sus respectivos gobiernos.

A cada estado miembro de le solicitó la designación de por lo menos un Experto Gubernamental por materia, quienes deberán contar con la experiencia y conocimiento sobre el tema que se les encomienda así como con autorización gubernamental para negociar e implementar una convención u otro instrumento sobre el mismo. Así mismo, a los Estados miembros se les recomiendó que designen a expertos sobre derecho internacional privado, así como a funcionarios de las dependencias gubernamentales con autoridad específica sobre los temas de la agenda – es decir a funcionarios de la agencia gubernamental para la protección del consumidor para participar como expertos en el tema uno y a funcionarios del registro comercial como expertos en el tema dos. 

Además de expertos gubernamentales, la Asamblea General solicitó al Comité Jurídico Interamericano que colabore con los trabajos preparativos y solicito a la Secretaría General a que explore formas de colaboración con organizaciones internacionales, incluyendo la Conferencia de la Haya sobre Derecho Internacional Privado, la Comisión de las Naciones Unidas sobre el Derecho Mercantil Internacional (UNCITRAL), el Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT), el Banco Interamericano de Desarrollo, entre otras, involucradas en el proceso de redacción y promoción de instrumentos internacionales compatibles con esos elaborados en el proceso de la CIDIP. La Secretaría General trabajará con dichas instituciones para asegurar su participación en el proceso y nombrará a expertos no gubernamentales a los grupos de trabajo, incluyendo a instituciones de la sociedad civil y asociaciones profesionales sobre los temas de la agenda. Los Estados miembros también deben alentar la participación dentro de los trabajos preparativos para CIDIP-VII a académicos locales y otros expertos no gubernamentales, así como miembros de la sociedad civil y asociaciones profesionales. 

Los expertos designados conducirán los trabajos preparativos de la CIDIP-VII (en consultas entre si, con expertos independientes, organizaciones internacionales y con representantes de los Estados miembros) por medio del foro de discusión en Internet y se convocaran a reuniones preparatorias de ser necesarias. Miembros de dichos grupos pueden ser gubernamentales y no-gubernamentales”.

Además se debe tener en cuenta lo siguiente sobre la metodología de trabajo: http://www.oas.org/dil/esp/CP15225S01-Cidip%20report%2010-20-05-esp.doc: 
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CIDIP-VII: TRABAJOS PREPARATIVOS PARA LA SÉPTIMA CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA SOBRE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales

Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos

CIDIP-VII: TRABAJOS PREPARATIVOS PARA LA SÉPTIMA CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA SOBRE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales

Organización de los Estados Americanos

I. INTRODUCCIÓN

La Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, por medio de su resolución AG/RES. 1923 (XXXIII-O/03) y AG/RES. 2033 (XXXIV-O/04), convocó la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado y solicito al Consejo Permanente que realizara consultas con las Estados Miembros sobre posibles temas para la agenda.

Para cumplir con este mandato, el Consejo Permanente, por medio de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, solicitó que los Estados Miembros presentaran propuestas para la Agenda.  Las delegaciones de Brasil, Canadá, El Salvador, Estados Unidos, México, Perú, y Uruguay presentaron los siguientes temas para inclusión en la Agenda: Comercio Electrónico, Protección al Consumidor, Flujos Migratorios de Personas, Responsabilidad Civil Extracontractual, Transporte, Insolvencia Transfronteriza, Jurisdicción Internacional, Protección de Menores, y Grados Universitarios y Profesiones.

Aunque los Estados Miembros formalmente presentaron un total de ocho temas (incluyendo variaciones de los instrumentos y sub-temas posibles bajo cada uno), acordaron que la CIDIP-VII se limitaría a un máximo de dos.  Por consecuencia, la Comisión de reunió con los Estados Miembros en sesiones formales e informales para reducir el numero de temas propuestos, estableciendo así una agenda final consistente en Protección al Consumidor y Registros Electrónicos.

Basándose en estas recomendaciones, la Asamblea General, por medio de su resolución AG/RES 2065 (XXX-O/05), formalmente aprobó la siguiente agenda: (tema uno) Protección al Consumidor - Ley Aplicable, Jurisdicción, y Restitución Monetaria (Convenciones y Leyes Modelo); y (tema dos) Garantías Mobiliarias: Registros Electrónicos para Implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias. Habiendo establecido el temario de la Conferencia, la Resolución AG/RES 2065 solicitó al Consejo Permanente que establezca la metodología para los trabajos preparativos necesarios para elaborar los instrumentos interamericanos a ser considerados por la CIDIP-VII.

El presente informe proporciona información sobre los temas seleccionados para la CIDIP-VII, así como consideraciones preliminares para establecer la metodología necesaria para los trabajos preparativos 

II. TEMARIO PARA LA CIDIP-VII

La Asamblea General, como se mencionó, aprobó la elaboración de instrumentos sobre protección al consumidor y sobre registros electrónicos, de la manera descrita a continuación.

A. Protección al Consumidor

La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, como el primer paso en la elaboración de tratados o leyes modelos sobre los temas seleccionados, solicitó que los Estados Miembros presentaran borradores de instrumentos y comentarios para cada uno de los temas y sub-temas aprobados por la Resolución 2065.  Sobre el primer tema, la delegación de Brasil presento una propuesta de Convención Interamericana sobre la Ley Aplicable a Algunos Contratos y Relaciones de Consumo; la delegación de los Estados Unidos presento un esquema para una Ley Modelo sobre Mecanismos de Restitución Monetaria para Consumidores; y, la delegación de Canadá presentó un informe sobre la Jurisdicción y la Protección al Consumidor en el Comercio Electrónico.

Las delegaciones acordaron que los trabajos de la CIDIP-VII sobre protección al consumidor producirían tanto una Convención sobre ley aplicable como una Ley Modelo sobre restitución monetaria: la Convención crearía un sistema para determinar las reglas aplicables a consumidores litigantes, mientras que la ley modelo complementaría dicho instrumento con mecanismos para la restitución cuando el litigio no prevé las soluciones más efectivas. En conjunción, estos dos instrumentos que conformaría el trabajo sobre el tema uno de la CIDIP-VII y cubrirían los aspectos más sobresalientes de la protección al consumidor en las Américas.

i. Convención sobre Ley Aplicable: La propuesta presentada por Brasil (CP/CAJP-2094/03 add. 3-a) establece las bases para redactar una convención sobre ley aplicable en transacciones del consumidor.  A este efecto, el documento proporciona reglas específicas sobre la definición de consumidor, establece que contratos al consumidor (especialmente esos concluidos por algún medio de comunicación electrónica) serán regulados por la ley del país de residencia del consumidor o por la ley más favorable a este.  El proyecto contiene excepciones a su aplicación para algunos casos excluidos o cuando los temas en disputa se cubren por otros tratados internaciones. La Convención también proporciona reglas específicas sobre algunos contratos especialmente problemáticos, incluyendo contratos de viaje y turismo así como contratos de tiempo compartido.

ii. Ley Modelo sobre Mecanismos de Restitución al Consumidor: El esquema presentado por los Estados Unidos propone la elaboración de una Ley Modelo sobre mecanismos de restitución monetaria para proteger a consumidores dañados económicamente.  Un instrumento de este tipo sería particularmente importante para daños de un valor monetario que no amerite el empleo de un procedimiento legal formal bajo la Convención propuesta.  La propuesta de los Estados Unidos proporciona varias posibilidades para obtener restitución económica para los consumidores dañados, incluyendo el uso de mecanismos judiciales como los tribunales de daños menores, adjudicación administrativa para daños menores, y acciones judiciales colectivas por parte del gobierno (parens partiae) o por parte de asociaciones.  Una ley modelo de este tipo proporcionaría los elementos para remediar quejas de los consumidores individuales, para que estos puedan entablar acciones judiciales colectivas cuando varios consumidores son dañados dentro de una jurisdicción, y establecería los principios para un sistema de remedios para daños económicos de menor cuantía.

iii. Ley Modelo o Convención sobre la Protección al Consumidor en el Comercio Electrónico: El documento presentado por Canadá CP/CAJP-2094/03 add. 5-a) proporciona las bases para un proyecto de convención o ley modelo sobre jurisdicción para transacciones al consumidor sobre el Internet.  Este instrumento también podría operar en coordinación con los instrumentos propuestos por las delegaciones de Brasil y Estados Unidos con respecto a temas especiales de jurisdicción en transacciones electrónicas no cubiertos por estos otros dos documentos.  El propósito principal de la propuesta de Canadá sería proveer opciones legislativas para la jurisdicción relacionada al uso del Internet por parte de consumidores.  La propuesta inicial incluye reglas tanto para establecer la jurisdicción del un Estado para resolver controversias de este tipo (jurisdicción aplicable) como la ley del estado aplicable a las mismas (ley aplicable).

B. Registros Electrónicos

El segundo tema aprobado por la Asamblea General es Registros Electrónicos para Implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias – un instrumento aprobado en la CIDIP-VI.  A la fecha, ningún Estado Miembro ha presentado propuestas específicas sobre este tema.  Las discusiones preliminares entre los estados, sin embargo, se han enfocado sobre la elaboración de instrumentos internacionales que regulen tres aspectos principales de lo que debería ser el componente registral de la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias: (i) la elaboración de un formulario registral uniforme interamericano; (ii) la elaboración de lineamientos registrales para la aceptación, conservación, y diseminación de información electrónica; y (iii) la elaboración de lineamientos para la interconexión de registros de diferentes jurisdicciones para casos en los cuales bienes muebles tienen contacto con más de una jurisdicción o casos en donde estos se trasladan de una jurisdicción a otra.

i. Formulario Registral Uniforme: La Ley Modelo de garantías mobiliarias establece que el perfeccionamiento de una garantía sobre bienes muebles por medio de la inscripción de un formulario registral de una página.  Auque la Ley Modelo proporciona reglas básicas que los estados pueden seguir en la elaboración de sus propios formatos de registro, la CIDIP-VII debería considerar la elaboración de un formulario uniforme para uso por todos los Estados Miembros.  Un sistema de ese tipo harmonizaría los registros de los estados, permitiría fácil acceso a información pública respecto el estado de propiedad, crearía mayor certeza en la inscripción de garantías mobiliarias, y facilitaría la inscripción por partes en situaciones transfronterizas.  

El propósito principal de un formulario uniforme sería buscar el balance adecuado entre tres objetivos principales de una inscripción: la obligación del registrante de perfeccionar su garantía; los derechos del deudor de asegurar una inscripción precisa y autorizada; y la necesidad del acceso a la información del registro por parte de terceros interesados para hacer su determinación sobre bienes sujetos a un gravamen.  Por tal razón, un proyecto de formulario registral uniforme deberá seguir los reglas propuestas por la Ley Modelo y proporcionar la información necesaria para dar aviso a terceros de que los bienes de un deudor pueden estar en gravados por un préstamo.  Basándose en los lineamientos de la Ley Modelo, un formulario registral debe requerir el nombre del deudor, nombre del acreedor, y una descripción de los bienes en garantía – suficiente información para dar aviso a terceros sin sobrecargar a la parte registrante y sin violar los derechos del deudor a una inscripción certera y autorizada.  

Aunque el formulario registral puede tomar lugar como un documento en papel, los trabajos de la CIDIP-VII se deben enfocar en la creación de un formulario electrónico que puede ser creado, registrado, conservado, y consultado en un medio totalmente electrónico.  Dicho documento deberá ser simple y consistir meramente de información revelada en un medio electrónico.

ii. Lineamientos para un Registro Electrónico:  La elaboración de un instrumento internacional sobre registros electrónicos necesariamente parte de la premisa que la tecnología puede jugar un papel importante en hacer el proceso de registro mas eficiente, mejorando la forma en que las inscripciones se realizan, se conservan, y se consultan, y debe considerar que la inscripción electrónica es más rápida y eficiente que métodos manuales tradicionales y que puede realizarse desde locales remotos, incluyendo jurisdicciones internacionales.  Por tal razón, los trabajos de la CIDIP-VII se deben enfocar en la elaboración de lineamientos que automaticen estos procesos del registro.

La CIDIP-VII debe cubrir varios temas de importancia en el cambio de registros basados en  papel a un registro principalmente electrónico, tomando en consideración la necesidad de crear un proceso de registro uniforme que facilite la inscripción desde ubicaciones remotas, y que elabore reglas distintas para el proceso de calificación de inscripciones manuales a diferencia de las inscripciones electrónicas.  Así mismo, debe elaborar nuevas soluciones para determinar la jurisdicción registral en la cual se debe realizar la inscripción, favoreciendo, de ser posible, un sistema electrónico centralizado.

Finalmente, los lineamientos para crear registros electrónicos para uso con la Ley Modelo deben enfocarse sobre la creación de mayor flexibilidad en requisitos notariales y de ratificación, así como permitir el uso de firmas electrónicas en la inscripción.  El objetivo final de dichas reglas deberá ser mayor eficacia y celeridad, menores costos, y mayor precisión, uniformidad, y coordinación entre los registros de los Estados Miembros.

iii. Interconectividad de Registros: La Ley Modelo reconoce que el tipo de bienes muebles de mayor valor económico frecuentemente consiste en bienes intangibles/incorpóreos sin contacto físico a una jurisdicción específica.  Así mismo, reconoce que bienes muebles de alto valor frecuentemente se trasladan de una jurisdicción a otra.  Por lo tanto, un tercer instrumento o componente de los trabajos preparativos sobre esta materia, debe consistir en un proyecto de guía y lineamientos para la conectividad de registros de diferentes jurisdicciones. Dicha conectividad permitiría la elaboración de reglas sobre el lugar de inscripción de una garantía que cubre bienes intangibles con contactos en más de una jurisdicción, así como reglas de registro para casos en donde bienes se trasladan de una jurisdicción a otra.  Por otro lado, los trabajos preparativos sobre la materia deberán crear los métodos necesarios para permitir que registros locales puedan recibir y transmitir inscripciones de garantías, así como permitir consultas sobre las mismas desde otras jurisdicciones.

C. Estudios Paralelos:

Los Estados Miembros acordaron limitar los temas de la CIDIP-VII a los discutidos con anterioridad, pero acordaron también a labores de estudio paralelas sobre temas que, a pesar de su importancia a las delegaciones, no llegan a conformar la agenda final.  Estas labores paralelas se enfocan principalmente sobre temas que los Estados Miembros sienten que no se han desarrollado lo suficiente para permitir el consenso en la elaboración de un instrumento internacional pero que, sujetos a un dialogo paralelo entre los estados, puede llevar a proyectos para futuras Conferencias de CIDIP.

i. Jurisdicción Internacional: La Delegación de Uruguay presentó un documento titulado “Bases de una Convención Interamericana sobre Jurisdicción Internacional” (CP/CAJP-2094/03 add.6-b). La Resolución AG/RES. 2065 establece que este documento puede ser considerado para estudio futuro, y puede tomar parte como un estudio paralelo durante la CIDIP-VII. El propósito principal de esta Convención sería establecer la jurisdicción internacional directa de los estados parte de la misma.

ii. Registros de Títulos: La Delegación de Estados Unidos también solicitó el posible estudio paralelo de registros de títulos, incluyendo títulos de bienes inmuebles y otros tipos de propiedad.  Este estudio tomaría ventaja del conocimiento y diálogo para la elaboración de instrumentos internacionales bajo el tema dos de la agenda y exploraría la posibilidad de extender los conceptos de registro electrónico más allá de bienes muebles.

III. METODOLOGÍA DE TRABAJO PARA LA CIDIP-VII:

La Resolución de la Asamblea General AG/RES. 2065 (XXXV-O/05) encomendó al Consejo Permanente que estableciera la metodología para la preparación de los instrumentos interamericanos a ser considerados por la CIDIP-VII. Los pasos principales en dicho proceso incluyen la designación de expertos autorizados, la organización de reuniones y comunicaciones de dichos expertos, y la creación de un calendario para los trabajos preparativos.

A. Designación de Expertos:

El primer paso en la elaboración de los instrumentos para la CIDIP-VII es la designación de expertos gubernamentales y no gubernamentales para cada tema y sub-tema.

Los Estados Miembros deberán proponer expertos vía designación oficial por sus respectivas Misiones.  Expertos designados deberán ser proveídos de autoridad para participar y negociar los textos de acorde con las instrucciones políticas y sustantivas de sus respectivos gobiernos.

Cada estado miembro deberá designar por lo menos un Experto Gubernamental para cada tema de la CIDIP-VII.  Estos expertos deberán contar con la experiencia y conocimiento sobre el tema que se les encomienda así como con autorización gubernamental para negociar e implementar una convención u otro instrumento sobre el tema.  Así mismo, aunque a los Estados Miembros se les recomienda que designen a expertos sobre derecho internacional privado, también se les recomienda que designen a funcionarios de las dependencias gubernamentales con autoridad específica sobre los temas de la agenda – es decir, los Estados Miembros deberían designar a funcionarios de la agencia gubernamental para la protección del consumidor para participar como expertos en el tema uno y a funcionarios del registro comercial como expertos en el tema dos.   

Una vez que los Estados Miembros designen a sus expertos, sus Misiones deberán informar dichos nombramientos al Sr. John Wilson del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales por medio de nota oficial o por correo electrónico a la siguiente dirección: jwilson@oas.org.  Dicha comunicación deberá mencionar si la designación del experto es para el grupo de trabajo bajo el tema uno o bajo al tema dos de la agenda, y deberá contener el nombre, posición y una reseña biográfica de cada experto designado.

Además de expertos gubernamentales, la Asamblea General solicito Solicitar al Comité Jurídico Interamericano que presente sus comentarios y observaciones con relación a los temas de la agenda para la CIDIP VII y solicito a la Secretaría General a que explore formas de colaboración con organizaciones internacionales, incluyendo la Conferencia de la Haya sobre Derecho Internacional Privado, la Comisión de las Naciones Unidas sobre el Derecho Mercantil Internacional (UNCITRAL), el Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT), el Banco Interamericano de Desarrollo, entre otras, involucradas en el proceso de redacción y promoción de instrumentos internacionales compatibles con esos elaborados en el proceso de la CIDIP.  La Secretaría General trabajará con dichas instituciones para asegurar su participación en el proceso y nombrará a expertos no gubernamentales a los grupos de trabajo, incluyendo a instituciones de la sociedad civil y asociaciones profesionales sobre los temas de la agenda.  Los Estados Miembros también deben alentar la participación dentro de los trabajos preparativos para CIDIP-VII a académicos locales y otros expertos no gubernamentales, así como miembros de la sociedad civil y asociaciones profesionales.  

Una vez designados, se les requerirá a los expertos que se inscriban por Internet para el Grupo de Trabajo sobre el tema al cual se le haya nombrado.  Dicha inscripción se llevara acabo en la página de Internet del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales de la Secretaría General: www.oas.org/dil (Véase el Anexo 1 para mayor información).

B. Comunicaciones y Reuniones de Expertos:

El segundo paso en el proceso de CIDIP requiere el establecimiento del método por medio del cual los expertos gubernamentales y no-gubernamentales negociaran y elaborarán los instrumentos sobre protección al consumidor y registros electrónicos.

Las reuniones de expertos han sido el medio principal para el dialogo y negociación en previas conferencias CIDIP y, por lo tanto, deben ser realizadas conforme los fondos disponibles.  A este efecto, la Secretaría General, con el apoyo de los Estados Miembros, debe realizar esfuerzos para buscar los fondos necesarios para estas reuniones y trabajar con los Estados Miembros dispuestos a ser anfitrión de alguna reunión de expertos.

Alternativamente, los Estados Miembros deben alentar el uso del Internet para el dialogo y negociación entre expertos y otros participantes.  A este efecto, el Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales ha diseñado una página de Internet para auspiciar el dialogo en-línea entre expertos en todas las fases del proceso de negociación.  Este sistema, descrito en el Anexo 1 a continuación, proporcionara acceso directo a la documentación de la CIDIP-VII así como informes sobre los avances en la redacción de los mismos.  El sistema también será el método preferido para la comunicación entre las delegaciones y la Secretaria General.

Este foro de Internet para el Grupo de Expertos proporcionara instrucciones paso-por-paso tanto para el proceso de inscripción de los participantes como para el dialogo entre los mismos.  Así mismo, el sistema creara dos foros distintos, uno para expertos sobre protección al consumidor y el otro para expertos sobre registros electrónicos.  Los expertos de los estados deberán, en primer lugar, inscribirse al foro correspondiente y recibirán un nombre de usuario y contraseña. Una vez que el experto acceda al sistema, tendrá acceso a todos los documentos y borradores utilizados durante el proceso de negociación. Dichos expertos también utilizarán el sistema para comunicar los comentarios y posición oficial de sus delegaciones con respecto a los documentos y para solicitar información de la Secretaría General por medio de su Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales.  Dicho Departamento se encargara de monitorear los foros, revisar y actualizar los borradores documentos basándose en las observaciones de los expertos, y establecerá un calendario de actividades para el desarrollo de los trabajos preparativos y la participación de los expertos.

Aunque un Grupo de Expertos basado en el Internet no se ha utilizado para Conferencias CIDIP anteriores, este sistema proporcionará una manera más eficaz para la participación de todos los Estados Miembros.  Sin embargo, debido a la novedad del sistema, los Estados Miembros tendrán la oportunidad de presentar también sus comentarios y observaciones sobre el la estructura, desarrollo y capacidades técnicas del mismo, el cual intentará acomodar las preocupaciones y capacidades de todos los expertos participantes.  Los Estados Miembros deberán notar, sin embargo, que debido a limitaciones de recursos, los elementos del sistema aparecerán solamente en ingles y español, que serán los lenguajes del grupo de trabajo.  Por otro lado, las participaciones de los expertos aparecerán solamente en el lenguaje original. Por lo tanto, los Estados Miembros deberían, en la manera posible, designar expertos que puedan leer las contribuciones de otros miembros en ingles y español.

Por último, algunos Estados Miembros han propuesto la realización de reuniones del Grupo de Expertos por medio de videoconferencia.  De acordarse por parte de los Estados, videoconferencias y otros métodos de comunicación electrónica podrían complementar las reuniones y comunicaciones de expertos en el Internet y en persona.

C. Calendario:

La tercera característica de la metodología para la CIDIP-VII es la elaboración de un calendario para los trabajos preparativos.  Los siguientes elementos proporcionan un calendario de actividades preliminar:

· Designación de Expertos: Los Estados Miembros podrán designar expertos en cualquier fase de los trabajos preparativos.  Sin embargo, para dar comienzo a los mismos, se les solicita que designen sus principales expertos gubernamentales y no-gubernamentales a más tardar seis semanas después de la reunión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre los trabajos preparativos de la CIDIP-VII, actualmente programada para el 20 de octubre, 2005.

· Registro de Expertos: Expertos gubernamentales deberán inscribirse en la página de Internet del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales (www.oas.org/dil) a mas tardar dos semanas después de su designación ante el mismo Departamento por parte de sus Misiones respectivas.

· Presentación de Documentos: Los Estados Miembros deberán presentar sus propuestas para la elaboración de instrumentos sobre los temas propuestos antes del 31 de enero, 2006.

· Grupos de Trabajo por Internet: Las Comunicaciones entre expertos, así como el porcentaje mayor del trabajo preparativo sobre los instrumentos se llevará acabo por medio del sistema de Internet descrito con anterioridad, auspiciado por el Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales. Dicho de Departamento utilizará el sistema de Internet para dar a conocer las fechas límites para recibir comentarios y borradores a partir de enero de 2006.

· Reuniones de Expertos: Reuniones de Expertos sobre los temas de la CIDIP-VII se programarán conforme la disponibilidad de recursos, así como la disponibilidad de Estados Miembros como anfitriones de dichas reuniones. 

· Borradores de los Instrumentos: Una vez que las delegaciones hayan remitido documentos  y comentarios preliminares, la Secretaría General establecerá un calendario para recibir comentarios por parte de los expertos, así como para completar un borrador inicial, un borrador segundo, y un borrador final para presentación en la Conferencia Especializada. Preferiblemente, los trabajos preparativos para el primer borrador se llevara acabo exclusivamente por los Grupos de Trabajo del Internet.  Los trabajos preparativos para el segundo borrador se llevaran acabo preferiblemente por medio de los grupos de trabajo del Internet, así como en persona en una reunión del Grupo de Expertos.  Trabajos preparativos para el borrador final se llevaran acabo de esta misma manera, y se presentarán en la Conferencia de la CIDIP-VII.

· Sede y Fecha para la CIDIP-VII: Una vez que se haya concluido los trabajos preparativos preliminares, el Consejo Permanente realizará consultas con los Estados Miembros con respecto a una fecha y sede para la CIDIP-VII”. 

En la web http://www.oas.org/dil/esp/CIDIPVII_etapa1.htm se precisa lo siguiente: 

“ Convocación (2003-2004)

La Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, por medio de su resolución [AG/RES 1923 (XXXIII-0/03)]  y [AG/RES 2033 (XXXIV-0/04)], convocó la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado y solicitó al Consejo Permanente que realizara consultas con las Estados miembros sobre posibles temas para la agenda.

Para cumplir con este mandato, el Consejo Permanente, por medio de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, solicitó que los Estados miembros presentaran propuestas para la Agenda. Las delegaciones de Brasil, Canadá, El Salvador, Estados Unidos, México, Perú, y Uruguay presentaron los siguientes temas para ser incluidos en la Agenda: Comercio Electrónico, Protección al Consumidor, Flujos Migratorios de Personas, Responsabilidad Civil Extracontractual, Transporte, Insolvencia Transfronteriza, Jurisdicción Internacional, Protección de Menores, y Grados Universitarios y Profesiones.

Aunque los Estados miembros formalmente presentaron un total de ocho temas (incluyendo variaciones de los instrumentos y sub-temas posibles bajo cada uno), acordaron que la CIDIP-VII se limitaría a un máximo de dos. En consecuencia, la Comisión se reunió con los Estados miembros en sesiones formales y informales para reducir el numero de temas propuestos, estableciendo así una agenda final que compreendía los temas de Protección al Consumidor y Registros Electrónicos.

Basándose en estas recomendaciones, la Asamblea General, por medio de su resolución [AG/RES 2065 (XXXV-0/05)], formalmente aprobó la siguiente agenda: (tema uno) Protección al Consumidor - Ley Aplicable, Jurisdicción, y Restitución Monetaria (Convenciones y Leyes Modelo); y (tema dos) Garantías Mobiliarias: Registros Electrónicos para la Implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias. Habiendo establecido el temario de la Conferencia, la Resolución AG/RES 2065 solicitó al Consejo Permanente que establezca la metodología para los trabajos preparatórios necesarios para elaborar los instrumentos interamericanos a ser considerados por la CIDIP-VII”.

A continuación transcribimos la resolución http://www.oas.org/dil/esp/CIDIPVII_Res.2065.htm de selección de temas para esta CIDIP: 
“AG/RES. 2065 (XXXV-O/05)
SÉPTIMA CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA SOBRE
DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO
(Aprobado en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 7 de junio de 2005)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTO el informe del Consejo Permanente en lo que refiere a la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII) (AG/doc. ____/05);

CONSIDERANDO: 
Que mediante su resolución AG/RES. 1923 (XXXIII-O/03) la Asamblea General convocó la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII), la cual se celebrará en la fecha y lugar que determine el Consejo Permanente, y encomendó a este órgano que aprobara el temario de la misma;

Que mediante su resolución AG/RES. 2033 (XXXIV-O04) la Asamblea General instó al Consejo Permanente a que continuara el estudio de los temas relacionados con la CIDIP-VII e instó a los Estados miembros, que no lo hubieren hecho, a que presentaran sus propuestas y observaciones con respecto al temario de dicha Conferencia;

Que varios Estados presentaron sus propuestas de temas y sus correspondientes documentos de apoyo, para ser incluidos en la Agenda y que estos fueron discutidos por los Estados miembros en el seno de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente; y

Que asimismo la República Oriental del Uruguay presentó el documento “Bases de una Convención Interamericana sobre Jurisdicción Internacional” (CP/CAJP-2094/03 add.6-b), para estudio futuro y consultas,

RESUELVE: 
1. Tomar nota del informe del Consejo Permanente relativo a la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado estableciendo la siguiente Agenda:

i. Protección al Consumidor: Ley Aplicable, Jurisdicción, y Restitución Monetaria (Convenciones y Leyes Modelo);

ii. Garantías Mobiliarias: Registros Electrónicos para Implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias.

2. Encomendar al Consejo Permanente que establezca la metodología para la preparación de los instrumentos interamericanos a ser considerados por la Séptima Conferencia Especializada sobre Derecho Internacional Privado. 

3. Encomendar al Consejo Permanente que fije la fecha y sede para la celebración de la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado. 

4. Solicitar al Comité Jurídico Interamericano que presente sus comentarios y observaciones con relación a los temas de la agenda final para la CIDIP VII.

5. Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, al estudiar futuros temas para próximas Conferencias Especializadas Interamericanas sobre Derecho Internacional Privado, considere entre otros, el tema de una Convención Interamericana sobre Jurisdicción Internacional.

6. Encomendar al Consejo Permanente que de seguimiento a la presente resolución, la cual será ejecutada de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y que presente un informe sobre su cumplimiento a la Asamblea General en su trigésimo sexto período ordinario de sesiones”.

Sobre esta CIDIP todavía no se ha elegido la fecha y tampoco la sede, lo que debe ser materia de planificación para que de esta forma podamos sugerir las mas adecuadas a efecto de adelantarnos a los hechos, en todo caso esperamos que sea en la república Peruana. 
Conclusión
Es decir, las CIDIPS relacionadas a las garantías mobiliarias son las dos últimas, por lo tanto, deben ser materia de estudio, por parte de los investigadores de este importante tema, como es por cierto el indicado. 
Si un investigador no conoce las cidips es claro que es muy probable que conozco o domine las garantías mobiliarias a cabalidad, lo que debe ser materia de estudio en todos los centros de estudio, dentro de los cuales podemos citar el caso de las universidades, pero no sólo en el derecho peruano, sino también en el derecho extranjero y por supuesto en el derecho comparado. 
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